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I. LEGISLACIÓN
1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo?  De no ser así, indicar las razones.

De acuerdo a los artículos 11 num. 3 y 426 inc. 2do de la Constitución de la República (2008), los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación.  La jerarquía constitucional vigente establece que la Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los señalados por la Constitución, prevalecerán sobre cualquier norma jurídica. Bajo este marco, la Convención de Belén  Dó Pará es plena y directamente aplicable con independencia de la existencia de una ley o reglamento y goza además de la más alta jerarquía normativa. 
El Estado ha incorporado algunos de los principios de esta Convención en la legislación ecuatoriana través de la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia (Ley 103), vigente desde diciembre de 1995, y del Reglamento General de dicha ley (Decreto 1982), vigente desde septiembre del  2004. El artículo 6 de la Ley 103 establece que las normas relativas a la prevención y sanción de la violencia contra la mujer y la familia contenidas en instrumentos internacionales, ratificados por el Ecuador, tienen fuerza de ley.
2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica?
No existen disposiciones que incluyan una definición amplia e integral de violencia contra las mujeres.  La Ley 103 ya citada, se refiere exclusivamente a la violencia intrafamiliar. Tampoco se han tomado medidas para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional.
3.¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

En el ordenamiento jurídico ecuatoriano existen las siguientes disposiciones:

a) Constitución de la República del Ecuador 

Disposiciones de prevención y erradicación 
Víctimas de violencia doméstica y sexual como grupo de atención prioritaria 

Art. 35.- Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes;  mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de la libertad  y quienes adolezcan enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad. 
Protección y atención por violencia contra adultas/os mayores

Art. 38.- El Estado establecerá políticas públicas y programas de atención a las personas adultas mayores, que tendrán en cuenta las diferencias específicas entre áreas urbanas y rurales, las inequidades de género, la etnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades; asimismo, fomentará el mayor grado posible de autonomía personal y participación en la definición y ejecución de estas políticas.
En particular, el Estado tomará medidas de:

4) Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de cualquier otra índole, o negligencia que provoque tales situaciones.

Garantía al derecho a la integridad física, psíquica, mora y sexual
Artículo 66.-  Se reconoce y garantizará a las personas:

1. El derecho a la integridad personal que incluye:

a)  La integridad física, psíquica, moral y sexual
b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las medidas adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomará contra la violencia, la esclavitud y la esclavitud sexual.
Erradicación de la violencia como responsabilidad del Estado

Art. 347. Será responsabilidad del Estado:

6. Erradicar todas las formas de violencia en el sistema educativo y velar por la integridad física, psicológica y sexual de las estudiantes y los estudiantes.

Disposiciones de sanción

Artículo 77, numeral 8.
En todo proceso penal en que se haya privado de la libertad a una persona, se observarán las siguientes garantías básicas:

8. Nadie podrá ser llamado a declarar en juicio penal contra su cónyuge, pareja o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, excepto en el caso de violencia intrafamiliar, sexual y de género. Serán admisibles las declaraciones voluntarias de las víctimas de un delito o de los parientes de éstas, con independencia del grado de parentesco. Estas personas podrán plantear y proseguir la acción penal correspondiente.

Art. 81

La ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia intrafamiliar, sexual, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus particularidades, requieren una mayor protección. Se nombrarán fiscales y defensoras o defensores especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo con la ley.

Sobre perpetradores:  particulares y agentes del Estado
No se contempla un artículo específico que contemple a los agentes del Estado como perpetradores de violencia contra la mujer. 


Reparación para las víctimas
Art. 11

9.- El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos. 

El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 

Art. 78.-  Las víctimas de infracciones penales go​zarán de protección especial, se les garantizará su no revictimización, particularmente en la ob​tención y valoración de las pruebas, y se las pro​tegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se adoptarán  mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la res​titución, indemnización, rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. 

Se establecerá un sistema de protección y asis​tencia a víctimas, testigos y participantes proce​sales. 
b) Ley contra la violencia a la mujer y la familia

El fin de esta ley es proteger la integridad física, psíquica y la libertad sexual de la mujer y los miembros de su familia, mediante la prevención y sanción de la violencia intrafamiliar y demás atentados contra sus derechos y los de su familia.  En ella se define a la violencia intrafamiliar y se ubican tres formas de violencia.

Art. 2.- Violencia Intrafamiliar.- Se considera violencia intrafamiliar toda acción u omisión que consista en maltrato físico, psicológico o sexual, ejecutado por un miembro de la familia en contra de la mujer o demás integrantes del núcleo familiar.

Art. 4.- Formas de violencia intrafamiliar.- Para los efectos de esta Ley, se considera:

a) Violencia Física.- Todo acto de fuerza que cause daño, dolor o sufrimiento físico en las personas agredidas cualquiera que sea el medio empleado y sus consecuencias, sin considerarse el tiempo que se requiera para su recuperación;

b) Violencia Psicológica.- Constituye toda acción u omisión que cause daño dolor, perturbación emocional, alteración psicológica o disminución de la autoestima de la mujer o el familiar agredido. Es también la intimidación o amenaza mediante la utilización de apremio moral sobre otro miembro de familia infundiendo miedo o temor a sufrir un mal grave e inminente en su persona o en la de sus ascendientes, descendientes o afines hasta el segundo grado;

c) Violencia Sexual.- Sin perjuicio de los casos de violación y otros delitos contra la libertad sexual, se considera violencia sexual todo maltrato que constituya imposición en el ejercicio de la sexualidad de una persona, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas sexuales con el agresor o con terceros, mediante el uso de fuerza física, intimidación, amenazas o cualquier otro medio coercitivo.
Disposiciones de sanción
Art. 22.- El Juez al resolver la causa, de probarse la responsabilidad, sancionará al agresor con el pago de indemnización de daños y perjuicios de uno a quince salarios mínimos vitales, de acuerdo con la gravedad de los resultados, que será causal de divorcio. Cuando la violencia hubiere ocasionado pérdida o destrucción de bienes, el agresor será obligado a reponerlos en numerario o en especie. Esta resolución tendrá el valor de título ejecutivo. En el evento de que el sancionado careciera de recursos económicos, la sanción pecuniaria se sustituirá con trabajos en las redes de apoyo comunitario que mantiene el Ministerio de Bienestar Social, por el tiempo mínimo de uno a dos meses, dentro de un horario que no altere sus labores remuneradas. 

Art. 23.- Juzgamiento.- El juzgamiento de los actos de violencia física y sexual que constituyan delitos, y que sean cometidos en el ámbito intrafamiliar, corresponderá a los jueces y tribunales de lo Penal, sujetándose a las normas previstas en el Código de Procedimiento Penal. […]

Perpetradores: particulares y  agentes del Estado
La Ley contra la violencia a la mujer y la familia se aplica tanto a los particulares como a los agentes del Estado, sin excepción, en base al siguiente artículo:
Art. 25.- Del Fuero.- Esta Ley no reconoce fuero en caso de violencia física, psicológica y sexual. En lo demás se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en el Código de Procedimiento Penal y la Ley Orgánica de la función Judicial. 
Formas de reparación 
A más de la indemnización de daños y perjuicios establecida en el Art. 22 antes citado, no existe ningún artículo en el que se contemple alguna otra forma de reparación para las víctimas de violencia intrafamiliar. 
Disposiciones de prevención

Esta Ley es básicamente preventiva y contiene ocho tipos de medidas cautelares a favor de las víctimas, las cuales están previstas en el siguiente artículo:

Art. 13.- Las autoridades señaladas en el artículo 8, cuando de cualquier manera llegare a su conocimiento un caso de violencia intrafamiliar, procederán de inmediato a imponer una o varias de las siguientes medidas de amparo a favor de la persona agredida: 


1. Conceder las boletas de auxilio que fueren necesarias a la mujer o demás miembros del núcleo familiar;


2. Ordenar la salida del agresor de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo para la seguridad física, psíquica o la libertad sexual de la familia;


3. Imponer al agresor la prohibición de acercarse a la agredida en su lugar de trabajo o de estudio;


4. Prohibir o restringir al agresor el acceso a la persona violentada;


5. Evitar que el agresor, por sí mismo o a través de terceras personas, realice actos de persecución o de intimidación a la víctima o algún miembro de su familia;


6. Reintegrar al domicilio a la persona agredida disponiendo la salida simultánea del agresor cuando se tratare de una vivienda común, impidiéndole que retire los enseres de uso de la familia;


7. Otorgar la custodia de la víctima menor de edad o incapaz o persona idónea siguiendo lo dispuesto en el Artículo No. 107, regla 6ª del Código Civil y las disposiciones del Código de Menores; y,


8. Ordenar el tratamiento al que deben someterse las partes y los hijos menores de edad si fuere del caso.
II. Reglamento a la Ley contra la violencia a la mujer y la familia 
 

Art. 3.- Violencia intrafamiliar.- Constituye toda acción u omisión que consista en maltrato físico, psicológico o sexual, ejecutado por un miembro de la familia en contra de la mujer o demás integrantes del núcleo familiar.

Art. 7.- Violencia física.- Para los efectos de este reglamento, se considera sufrimiento físico:

a) Todo acto de fuerza que cause daños, dolor en la persona agredida, cualquiera que sea el medio empleado y sus consecuencias, sin considerarse el tiempo que se requiera para su recuperación;

b) Las heridas o golpes que causen enfermedad o incapacidad para el trabajo personal que no pase de tres días; y,

c) Los maltratos que reciban domésticos o sirvientes.

Art. 8.- Violencia psicológica.- Se entenderá por violencia psicológica:

a) Toda acción u omisión que cause daño, dolor, perturbación emocional, alteración psicológica o disminución de la autoestima;

b) La intimidación o amenaza mediante la utilización de apremio moral que infunda miedo o temor a sufrir un mal grave e inminente;

c) Las noticias o rumores falsos contra la honra y dignidad de las personas o de las familias, o sobre la vida íntima de éstas;

d) Las injurias no calumniosas leves; y,

e) Las palabras, gestos, acciones, etc., en el caso de que el hecho constituya infracción.

Art. 9.- Violencia sexual.- Se entenderá por violencia sexual:

a) Todo maltrato que constituya imposición en el ejercicio de la sexualidad de una persona mediante el uso de la fuerza física, intimidación, amenazas u otro medio coercitivo;

b) Obligar a tener relaciones u otras prácticas sexuales con el agresor o con terceros, mediante el uso de fuerza física, intimidación, amenazas o cualquier otro medio coercitivo; y,

c) Prohibir el uso de métodos de planificación familiar y/o preventiva de enfermedades de transmisión sexual.
Disposiciones de sanción
Se remite a las disposiciones que constan en la Ley.
Perpetradores: particulares y  agentes del Estado
Art. 12.- Fuero.- En los casos de violencia física, psicológica y sexual no se reconoce fuero especial.
Reparación  para las víctimas.

No existe ningún artículo en el que se contemple alguna forma de reparación para las víctimas de violencia intrafamiliar.
· Código Penal

Art. 512.- Es violación el acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o, la introducción, por vía vaginal o anal, de los objetos, dedos u órganos distintos del miembro viril, a una persona de cualquier sexo, en los siguientes casos:

1.- Cuando la víctima fuere menor de catorce años;

2.- Cuando la persona ofendida se hallare privada de la razón o del sentido, o cuando por enfermedad o por cualquier otra causa no pudiera resistirse; y,

3.- Cuando se usare de violencia, amenaza o de intimidación.

· Disposiciones de sanción
Art. 513.- El delito de violación será reprimido con reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, en el número 1 del artículo anterior; y, con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años, en los números 2 y 3 del mismo artículo.

Art. 514.- Si la violación produjere una grave perturbación en la salud de la persona violada se aplicará la pena establecida para los numerales 2 y 3 del artículo anterior; y, si le produjere la muerte, la pena será de reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años.

Igual pena de reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, se impondrá a los responsables de violación si las víctimas son sus descendientes, ascendientes, hermanos o afines en línea recta; debiendo en su caso, ser condenados, además a la pérdida de la patria potestad.

Perpetradores: particulares y agentes del Estado
Art. 30-A.- En el caso de delitos sexuales y de trata de personas, se considerarán como circunstancias agravantes, cuando no fueren constitutivas o modificatorias de la infracción y se aplicarán sin perjuicio de las circunstancias agravantes generales señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

 11. Si el delito ha sido cometido por funcionarios públicos, docentes o ministros de algún culto, que han abusado de su posición para cometerlo, por profesionales de la salud y personas responsables en la atención del cuidado del paciente; o cualquier otra clase de profesional o persona que hubiere abusado de su función o cargo para cometer el delito; y,

Reparación para las víctimas.

Sólo indemnización de daños y perjuicios, de tipo económico, conforme el Código de Procedimiento Penal reformado mediante Ley publicada en el Registro Oficial No. 555, suplemento, de 24 de marzo del 2009, el  que en su Art. 27 establece: 
Art. 27.- Competencia de los jueces de garantías penales.- Los jueces de garantías penales tienen competencia para:

8) Determinar, con base a los elementos de convicción, el monto de los daños y perjuicios causados, para garantizar la reparación de los ofendidos; […]
· Código de la Niñez y Adolescencia

Art. 67.- Concepto de maltrato.- Se entiende por maltrato toda conducta, de acción u omisión, que provoque o pueda provocar daño a la integridad o salud física, psicológica o sexual de un niño, niña o adolescente, por parte de cualquier persona, incluidos sus progenitores, otros parientes, educadores y personas a cargo de su cuidado; cualesquiera sean el medio utilizado para el efecto, sus consecuencias y el tiempo necesario para la recuperación de la víctima. Se incluyen en esta calificación el trato negligente, o descuido grave o reiterado en el cumplimiento de las obligaciones para con los niños, niñas y adolescentes, relativas a la prestación de alimentos, alimentación, atención médica, educación o cuidados diarios; y su utilización en la mendicidad.

Art. 68.- Concepto de abuso sexual.- Sin perjuicio de lo que dispone el Código Penal sobre la materia, para los efectos del presente Código constituye abuso sexual todo contacto físico, sugerencia de naturaleza sexual, a los que se somete un niño,  niña o adolescente, aun con su aparente consentimiento, mediante seducción, chantaje, intimidación, engaños, amenazas, o cualquier otro medio. 

Cualquier forma de acoso o abuso sexual será puesta a conocimiento del Agente Fiscal competente para los efectos de la ley, sin perjuicio de las investigaciones y sanciones de orden administrativo que correspondan. 

Disposiciones de prevención

Art. 40.- Medidas disciplinarias.- La práctica docente y la disciplina en los planteles  educativos respetarán los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes;  excluirán toda forma de abuso, maltrato y desvalorización, por tanto, cualquier forma de castigo cruel, inhumano y degradante.
Art. 74.- Prevención y políticas respecto de las materias que trata el presente título.- El Estado  adoptará las medidas legislativas, administrativas, sociales, educativas y de otra índole, que sean necesarias para proteger a los niños, niñas y adolescentes contra las conductas y hechos previstos en este título, e implementará políticas y programas dirigidos a: 

1. La asistencia a la niñez y adolescencia y a las personas responsables de su cuidado y protección, con el objeto de prevenir estas formas de violación de derechos;

2. La prevención e investigación de los casos de maltrato, abuso y explotación sexual, tráfico y pérdida;

3. La búsqueda recuperación y reinserción familiar, en los casos de pérdida, plagio, traslado ilegal y tráfico; y, 

4. El fomento de una cultura de buen trato en las relaciones cotidianas entre adultos, niños, niñas y adolescentes.

Art. 79.- Medidas de protección para los casos previstos en este título.- Para los casos previstos en este título y sin perjuicio de las medidas generales de protección previstas en este Código y más leyes, las autoridades administrativas y judiciales competentes ordenarán una o más de las siguientes medidas:

1. Allanamiento del lugar donde se encuentre el niño, niña o adolescente, víctima de la práctica ilícita, para su inmediata recuperación. Esta medida sólo podrá ser decretada por el Juez de la Niñez y Adolescencia, quien la dispondrá de inmediato y sin formalidad alguna; 

2. Custodia familiar o acogimiento institucional;

3. Inserción del niño, niña o adolescente y su familia en un programa de protección y atención;

4. Concesión de boletas de auxilio a favor del niño, niña o adolescente, en contra de la persona agresora;

5. Amonestación al agresor; 

6. Inserción del agresor en un programa de atención especializada;

7. Orden de salida del agresor de la vivienda, si su convivencia con la víctima implica un riesgo para la seguridad física, psicológica o sexual de esta última; y de reingreso de la víctima, si fuere el caso;

8. Prohibición al agresor de acercarse a la víctima o mantener cualquier tipo de contacto con ella;

9. Prohibición al agresor de proferir amenazas, en forma directa o indirecta, contra la víctima o sus parientes;

Disposiciones de sanción
Art. 19.- Sanciones por violación de derechos.- Las violaciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes serán sancionadas en la forma prescrita en este Código y más leyes, sin perjuicio de la reparación que corresponda como consecuencias de la responsabilidad civil. 
Perpetradores: particulares y agentes del Estado
Las normas de este Código son aplicables a todas las personas. 

Art. 18.- Exigibilidad de derechos.- Los derechos y garantías que las leyes reconocen a favor del niño, niña y adolescente, son potestades cuya observancia y protección son exigibles a las personas y organismos responsables de asegurar su eficacia, en la forma que este Código y más leyes establecen para el efecto.
Reparación para las víctimas.

El Código de la Niñez y Adolescencia no incluye específicamente acciones de reparación para los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia, sin embargo establece en su articulado políticas y medidas de prevención y protección.
· Código Orgánico de la Función Judicial

Mediante este Código se crearon como órganos de justicia especializada los Juzgados de violencia contra la mujer y la familia, los Juzgados de contravenciones y los Juzgados de familia, mujer, niñez y adolescencia. Estas judicaturas deben intervenir  en la investigación y sanción de hechos que atentan contra la integridad física, psíquica y sexual de las mujeres. Pese a que han sido establecidos por ley, hasta el momento no han sido implementados, la competencia para el conocimiento y sanción de los casos de violencia intrafamiliar se mantiene a cargo de las comisarías e intendencias de policía.
· Disposiciones de prevención, erradicación y sanción
Art. 231.- Competencia de las Juezas o Jueces y los Jueces de Contravenciones.- En cada distrito habrá el número de juezas y jueces de contravenciones que determine el Consejo de la Judicatura, con la determinación de la localidad de su residencia y de la circunscripción territorial en la que tengan competencia; en caso de no establecer esta determinación se entenderá que es cantonal. Serán competentes para:
1. Conocer los hechos y actos de violencia y las contravenciones de policía cuando se trate de los casos previstos en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, siempre que en su jurisdicción no existieran juezas o jueces de violencia contra la mujer y la familia. Cuando se aplicaren las medidas cautelares de amparo previstas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, simultáneamente la jueza o juez podrá fijar la pensión de alimentos correspondiente que, mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor, tomándose en cuenta las necesidades de subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión. Le corresponde también al juez o jueza ejecutar esta disposición en caso de incumplimiento;
Art. 232.- Competencia de las Juezas y Jueces de Violencia contra la Mujer y la Familia.- En cada distrito, tomando en cuenta criterios de densidad poblacional, prevalencia y gravedad de la violencia, habrá el número de juezas y jueces de violencia contra la mujer y la familia que establezca el Consejo de la Judicatura, con la determinación de la localidad de su residencia y de la circunscripción territorial en la que tengan competencia. Serán competentes para:

1. Conocer los hechos y actos de violencia y las contravenciones de policía cuando se trate de los casos previstos en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia.

Cuando se aplicaren las medidas cautelares de amparo previstas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, simultáneamente la jueza o juez podrá fijar la pensión de alimentos correspondiente que, mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor, tomándose en cuenta las necesidades de subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión. Le corresponde también al juez o jueza ejecutar esta disposición en caso de incumplimiento; y,

Art. 233.- Competencia de las Juezas y Jueces de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia.- En cada cantón existirá una judicatura de familia, mujer, niñez y adolescencia, conformada por juezas y jueces especializados de conformidad con las necesidades de la población. 

Art. 234.- Atribuciones y deberes.- Las juezas y jueces de la familia, mujer, niñez y adolescencia conocerán y resolverán, en primera instancia, las siguientes causas: 

3. En los cantones en que no exista juez o jueza de contravenciones o de violencia contra la mujer y la familia, conocer y resolver en primera instancia sobre las materias contempladas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia.

Cuando se aplicaren las medidas cautelares de amparo previstas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, simultáneamente la jueza o el juez fijará la pensión de alimentos correspondiente que, mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor, tomándose en cuenta las necesidades de subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión;

4. Todo lo relativo a los derechos de niños, niñas y adolescentes de conformidad con la Constitución de la República, los convenios internacionales, el Código de la Niñez y la Adolescencia y más disposiciones legales vigentes, excepto lo relativo a adolescentes infractores; y, 

· Ley Orgánica de  Salud
 
Art. 259.- Para efectos de esta Ley, se entiende por:

Violencia.- Es toda acción, omisión o uso intencional de la fuerza física o el poder, real o por amenaza, de una persona, grupo o institución con el fin de dañar a otra en contra de su voluntad, caracterizada por la agresión contra la integridad física, sexual, psicológica, simbólica o cultural.

Disposiciones de prevención y erradicación
Art. 6 - Es responsabilidad del Ministerio de Salud Pública:

7. Establecer programas de prevención y atención integral en salud contra la violencia en todas sus formas, con énfasis en los grupos vulnerables;

Art. 20.- Las políticas y programas de salud sexual y salud reproductiva garantizarán el acceso de hombres y mujeres, incluidos adolescentes, a acciones y servicios de salud que aseguren la equidad de género, con enfoque pluricultural, y contribuirán a erradicar conductas de riesgo, violencia, estigmatización y explotación de la sexualidad.

Art. 31.- El Estado reconoce a la violencia como problema de salud pública.

Es responsabilidad de la autoridad sanitaria nacional, de los servicios de salud, organismos seccionales, otros organismos competentes y de la sociedad en su conjunto, contribuir a la disminución de todos los tipos de violencia, incluidos los de género, intrafamiliar, sexual y su impacto sobre la salud.

Art. 33.- La autoridad sanitaria nacional en coordinación con el Ministerio Fiscal y otros organismos competentes implementará acciones para armonizar las normas de atención e instrumentos de registro de los distintos tipos de violencia y delitos sexuales, unificándolos en un manual de procedimientos de aplicación obligatoria en los distintos niveles de salud y en el Sistema Nacional de Salud.

Perpetradores:  particulares y agentes del Estado
No existe específicamente un artículo en el contemple entre los perpetradores de violencia a los agentes del Estado.

Reparación para las víctimas.

No existe específicamente un artículo en el contemple formas de reparación para las víctimas.

2. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
Los siguientes instrumentos jurídicos norman, tipifican y sancionan la trata de personas en Ecuador 
· Constitución Ecuatoriana de 2008 

Disposiciones de prevención

Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:

3. b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las mujeres… idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la esclavitud y la explotación sexual.
29. Los derechos de libertad también incluyen:
b.- La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico y la trata de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de prevención y erradicación de la trata de personas, y de protección reinserción social de las víctimas de la trata y de otras formas de violación de la libertad.

· Código Penal Ecuatoriano
A partir del 2005, se introdujo en el Código Penal Ecuatoriano la tipificación del delito de trata de personas. La tipificación vigente si bien incluye algunos de los estándares previstos el Protocolo de Palermo, pero todavía demanda un proceso de adecuación normativa.

Capítulo (inmunerado) 

Art. (…) Constituye delito de trata de personas, aunque medie el consentimiento de la víctima, el promover, inducir, participar, facilitar o favorecer la captación, traslado, acogida, recepción o entrega de personas recurriendo a la amenaza, violencia, engaño o cualquier otra forma fraudulenta, con fines de explotación ilícita, con o sin fines de lucro. Para efectos de esta infracción, se considera explotación toda forma de trabajos o servicios forzados, esclavitud laboral, venta y/o utilización de personas para mendicidad, conflictos armados o reclutamiento para fines delictuosos.” 

Disposiciones de sanción

La sanción prevista para el delito de trata de personas es reclusión menor ordinaria de seis a nueve años, siempre que no constituya explotación sexual. En caso de que la víctima fuere una persona menor de dieciocho años, la sanción será de reclusión menor extraordinaria de nueve a doce años.  Además tipifica la conducta de trata con fines de explotación sexual, de la siguiente forma: 

“El que promueva, induzca, participe, facilite o favorezca la captación, traslado, acogida, recepción o entrega de personas recurriendo a la amenaza, violencia, engaño o cualquier otra forma fraudulenta con fines de explotación sexual […]”

La pena será de reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años cuando en la comisión del delito establecido en el artículo anterior concurre una o más de las siguientes circunstancias:

1. Que la víctima sea menor de catorce años de edad;

2. Que, como consecuencia del delito, la víctima sufra lesión corporal grave o permanente, o daño psicológico irreversible;

3. Si el infractor es cónyuge, conviviente o pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, ascendiente o descendiente de la víctima; y,

4. Cuando el infractor se aprovechare de la vulnerabilidad de la víctima o ésta se encontrare incapacitada para resistir la agresión.

Art. (…).- Quien venda, compre o realice cualquier transacción, en virtud de la cual una persona es entregada, por pago o cualquier otro medio, con fines de explotación, será sancionado con reclusión menor ordinaria de seis a nueve años. Constituye tentativa la oferta en venta.

Si la víctima fuere una persona menor de dieciocho años, la pena será de reclusión mayor extraordinaria de nueve a doce años; y, si fuere menor de doce años, la pena será de doce a dieciséis años de reclusión mayor extraordinaria.

Art. 29-A.- Para los delitos de trata de personas y delitos sexuales, no se considerarán circunstancias atenuantes, excepto las siguientes:

l. La contemplada en el numeral 5 del artículo 29; y,

2. Que el sospechoso, imputado o acusado colabore eficazmente con las autoridades en la investigación del delito.

Art. 30-A.- En el caso de delitos sexuales y de trata de personas, se considerarán como circunstancias agravantes, cuando no fueren constitutivas o modificatorias de la infracción y se aplicarán sin perjuicio de las circunstancias agravantes generales señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

1. Si la víctima es una persona mayor de sesenta años o menor de dieciocho años de edad, persona con discapacidad o de aquellas que el Código Civil considera incapaces;

2. Encontrarse la víctima, al momento de la comisión del delito, en establecimientos públicos o privados, tales como los de salud, educación, culto, investigación, asistencia o refugio, en centros de rehabilitación social o en recintos policiales o militares, u otros similares;

3. Aprovecharse de que la víctima atraviesa por una situación de vulnerabilidad, extrema necesidad económica o de abandono;

4. Haber contagiado a la víctima con una enfermedad grave, incurable o mortal, o haberle producido lesiones que causen incapacidad permanente, mutilaciones, pérdida o inutilización de órganos, discapacidad física, perturbación emocional, trastorno psicológico o mental;

5. Si la víctima estuviere o resultare embarazada, o si estuviere en puerperio, o si abortare como consecuencia de la comisión del delito; 

6. Si la víctima estuviere incapacitada física o mentalmente; 

7. Tener el infractor algún tipo de relación de poder y/o autoridad sobre la víctima, o si es adoptante, tutor, curador o si tiene bajo su cuidado, por cualquier motivo, a la víctima;

8. Compartir con la víctima el ámbito familiar;

9. Conocer a la víctima con anterioridad a la comisión del delito;

10. Si el delito sexual ha sido cometido como una forma de tortura, o con fines de intimidación, degradación, humillación, discriminación, venganza o castigo;

11. Si el delito ha sido cometido por funcionarios públicos, docentes o ministros de algún culto, que han abusado de su posición para cometerlo, por profesionales de la salud y personas responsables en la atención del cuidado del paciente; o cualquier otra clase de profesional o persona que hubiere abusado de su función o cargo para cometer el delito; y,

12. Haber utilizado para cometer el delito, alguna sustancia que altere el conocimiento o la voluntad de la víctima.

Capítulo 

Disposiciones comunes a los delitos sexuales y de Trata de Personas 
Art. (…)- En el caso de concurrencia de delitos sexuales y/o de trata de personas, las penas se acumularán hasta un máximo de treinta y cinco años.

Art.- (…) En los delitos sexuales, el consentimiento dado por la víctima menor de dieciocho años de edad, será irrelevante. En los delitos de trata de personas, el consentimiento será irrelevante.

Art.- (…) Cuando los medios de comunicación hicieren apología de delitos sexuales y de trata de personas, los respectivos representantes legales serán sancionados con multas de hasta veinte mil dólares de los Estados Unidos de América, sin perjuicio del comiso de los productos o medios empleados para su comisión.

En caso de reincidencia, se procederá a la clausura y reversión de las frecuencias o autorización para su funcionamiento.

•
Código de la Niñez y Adolescencia.

Art. 69.- Concepto de explotación sexual.- Constituyes explotación sexual la prostitución y la pornografía infantil. Prostitución infantil es la utilización de un niño, niña e adolescente en actividades sexuales a cambio de remuneración o de cualquier otra retribución. Pornografía infantil es toda representación, por cualquier medio, de un niño, niña y adolescente en actividades sexuales explícitas, reales e simuladas; o de sus órganos genitales, con la finalidad de promover, sugerir o evocar la actividad sexual.

Art. 70.- Concepto de tráfico de niños.- Se entiende por tráfico de niños, niñas o adolescentes, su sustracción, traslado o retención, dentro o fuera del país y por cualquier medio, con el propósito de utilizarlos en la prostitución, explotación sexual o laboral, Pornografía, narcotráfico, tráfico de órganos, servidumbre, adopciones ilegales u otras actividades ilícitas.

Se consideran medios de tráfico, entre otros, la sustitución de persona, el consentimiento fraudulento o forzado y la entrega o recepción de pagos o beneficios indebidos dirigidos a lograr el consentimiento de los progenitores, de las personas o de la institución a cuyo cargo se halla el niño, niña o adolescente

· Informe sobre Impunidad - Defensoría del Pueblo
De acuerdo a un informe temático elaborado por la Defensoría del Pueblo de Ecuador
,  el tratamiento legal dado por el ordenamiento jurídico ecuatoriano sobre el tema de trata, propicia dos tipos de impunidad. 

1. Impunidad normativa que se concreta en los siguientes aspectos:

“En el caso ecuatoriano, la descripción de la conducta de trata con fines de explotación sexual está prevista en el capítulo “De los delitos de explotación sexual”, bajo la denominación del delito de “Traslado y entrega de personas para explotación sexual”.  El fraccionamiento que se ha hecho de la conducta de trata en dos tipos penales diferentes,  puede derivar en una forma de impunidad normativa por las siguientes razones:

a) El estándar internacional previsto en el Protocolo de Palermo establece que “El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación intencional descrita […] no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados […]”. Esto es, que inclusive en los casos de trata con fines de explotación sexual, el consentimiento de la víctima es irrelevante cuando de por medio ha habido amenazas, usos de la fuerza, coacción, rapto, fraude, engaño, abuso de poder, situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios. 
Sin embargo, en el tipo penal de “Traslado y entrega de personas para explotación sexual”, que es caracterizado dentro de los delitos de explotación sexual y no de trata de personas, el consentimiento de la víctima es irrelevante solamente si es menor de edad, pues así está dispuesto expresamente en el Código Penal: “En los delitos sexuales, el consentimiento dado por la víctima menor de dieciocho años será irrelevante. En los delitos de trata de personas, el consentimiento será irrelevante”
.

Si bien se podría invocar la irrelevancia del consentimiento aún en el caso del tipo  de Traslado y entrega de personas para explotación sexual, alegando que la conducta descrita corresponde a trata de personas con fines de explotación sexual, la división en dos tipos penales diferenciados, es una justificación para que los operadores de justicia apliquen rigurosamente lo descrito en la norma legal, más aún cuando en materia penal está prohibida la interpretación extensiva
. 

b) La edad de la víctima constituye una circunstancia agravante tanto en el tipo penal de trata de personas como en el de traslado y entrega de personas para explotación sexual, sin embargo para el primer caso lo es si la víctima es menor de catorce años, en tanto que para el segundo tipo penal, es agravante el hecho de que la víctima sea menor de doce años, es decir hay un menor rango de edad para la consideración de la agravación del delito.

c) Las transacciones que se hacen alrededor de la explotación, son objeto de sanción en el caso del delito de trata de personas: “Quien venda, compre o realice cualquier transacción en virtud de la cual una persona es entregada, por pago o cualquier otro medio, con fines de explotación, será sancionada […]”
. Sin embargo, en el caso del delito de traslado y entrega de personas para explotación sexual, no se ha previsto una disposición en ese sentido, salvo para el caso en que la explotación consista en turismo sexual con personas menores de edad: “El que, por cualquier medio, adquiera o contrate actividades turísticas, conociendo que implican servicios de naturaleza sexual con personas menores de dieciocho años de edad, será sancionado […]”
. De esta forma la demanda de otras actividades sexuales en condiciones de explotación, no son objeto de sanción”.
La definición de trata de personas prevista en el Protocolo de Palermo, contempla a la situación de vulnerabilidad como un medio, para conseguir la explotación de las personas; sin embargo en la tipificación de los delitos de trata de personas y de traslado y entrega de personas para explotación sexual la condición de vulnerabilidad de las víctimas, constituye una circunstancia agravante, pero no constitutiva del delito, con lo cual se excluyen un sinnúmero de situaciones que podrían configurar el delito de trata de personas”.

2. Impunidad fáctica, que se expresa a  través de: 

· El principio de reserva, obliga a mantener la confidencialidad sobre los aspectos relativos a la protección de las personas que son parte del programa, la reserva de la información no se extiende a otros aspectos procesales, ni a personas que no son parte del programa. 

· El SPVT no cuenta con suficiente personal especializado para diligencias que se deben realizar (peritajes médicos, psicológicos, etc.
· Falta de apoyo policial para resguardo de víctimas

· Falta de coordinación de la Policía de Migración e operativos.

· Tratamiento inadecuado a personas de otros países. (deportación)
· Complicidad de funcionarios estatales
· Alerta de operativos

· Policía de Migración en zona de frontera

· Falsificación de documentos
· Debilidad institucional
· Falta de recursos
· Ausencia de preparación a funcionarios públicos
· Estereotipos sociales y culturales: de clase y de género
· Fraccionamiento del delito

· Consideración de la gravedad del delito por parte de operadores de justicia

· Derivación a otros tipos penales o absolución

· Valoración de vida sexual de las víctimas
· Objetivación de la sexualidad femenina e invisibilización de la demanda masculina
· Vinculación permanente de trata con explotación sexual. (Unidades de la Fiscalía de Delitos sexuales y violencia intrafamiliar)
· Naturalización de la explotación laboral: valoraciones subjetivas como el “altruismo

3. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres? De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
No se incluyen en la legislación ecuatoriana disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada.
4. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

Ámbito laboral

· Constitución Ecuatoriana

Art. 331.- el  Estado garantizará a las mujeres igualdad en el acceso al empleo, a la formación y promoción  laboral y profesional, a la remuneración equitativa, y a la iniciativa de trabajo autónomo. Se adoptarán todas las medidas necesarias para eliminar las desigualdades.
Se prohíbe toda forma de discriminación, acoso o acto de violencia de cualquier índole, sea directa o indirecta, que afecte a las mujeres en el trabajo.

Otros ámbitos
· Código Penal

Art. 511-A.- Quien solicitare favores de naturaleza sexual, para sí o para un tercero, prevaliéndose de una situación de superioridad laboral, docente, religiosa o similar, con el anuncio expreso o tácito de causar a la víctima, o a su familia, un mal relacionado con las legítimas expectativas que pueda tener en el ámbito de dicha relación, será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años.

Con la misma pena será reprimido quien, de conformidad con lo previsto en el inciso anterior, actúe prevaliéndose del hecho de tener a su cargo trámites o resoluciones de cualquier índole.

El que solicitare favores o realizare insinuaciones maliciosas de naturaleza sexual que atenten contra la integridad sexual de otra persona, y que no se halle previsto en los incisos anteriores, será reprimido con pena de prisión de tres meses a un año.

Las sanciones previstas en este artículo, incluyen necesariamente la prohibición permanente de realizar actividades que impliquen contacto con la víctima.

Si el acoso sexual se cometiere en contra de personas menores de edad, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.

· Código de la Niñez y Adolescencia

Art. 68.- Concepto de abuso sexual.- Sin perjuicio de lo que dispone el Código Penal sobre la materia, para los efectos del presente Código constituye abuso sexual todo contacto físico, sugerencia de naturaleza sexual, a los que se somete un niño, niña o adolescente, aun con su aparente consentimiento, mediante seducción, chantaje, intimidación, engaños, amenazas, o cualquier otro medio.
Cualquier forma de acoso o abuso sexual será puesta a conocimiento del Agente Fiscal competente para los efectos de la ley, sin perjuicio de las investigaciones y sanciones de orden administrativo que correspondan.
· Educación

En el Ministerio de Educación, el acoso y abuso sexual  como tales no han sido normados en las disposiciones ministeriales. Es así que por asimilación pueden ser incluidos en la conducta inmoral que sanciona la Ley de Carrera Docente y Escalafón del Magisterio.
5. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? 
No se encuentra tipificada la figura de violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. No se conocen de medidas ni iniciativas que haya adoptado el Estado en este sentido.
6. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación 
/.

· Código Orgánico de la Función Judicial.
El Código Orgánico de la Función Judicial prohíbe expresamente para el uso de métodos de conciliación, mediación en casos de violencia intrafamiliar.

Art. 17.- Principio de servicio a la comunidad.- La administración de justicia por la Función Judicial es un servicio público, básico y fundamental del Estado, por el cual coadyuva a que se cumpla el deber de respetar y hacer respetar los derechos garantizados por la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes y las leyes.
El arbitraje, la mediación y otros medios alternativos de solución de conflictos establecidos por la ley, constituyen una forma de este servicio público, al igual que las funciones de justicia que en los pueblos indígenas ejercen sus autoridades.

En los casos de violencia intrafamiliar, por su naturaleza, no se aplicará la mediación y arbitraje.
· Reglamento a la Ley contra la violencia a la mujer y a la familia 
Art. 11.- Transacción.- no se podrá conciliar, transar, ni someter a mediación  o arbitraje los hechos de violencia intrafamiliar, excepto y a petición de parte, lo referente a situaciones colaterales que se deriven de los casos de violencia, como: derechos patrimoniales y la situación de los hijos.

7. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el feminicidio como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del feminicidio como agravante de homicidio?

En el Ecuador, no existen disposiciones que tipifiquen el feminicidio como delito. 
8. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que: 
a) sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
· Código Penal
   

Art.  (602.44).- Atentado a la integridad sexual y reproductiva de persona protegida.- Será sancionado con reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, la servidora o servidor militar que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, lesione o afecte la integridad sexual o reproductiva de persona protegida. Este delito comprende la violación y las demás conductas que según este Código afecten la integridad sexual o reproductiva.

b) sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?

Si se sanciona la violencia como tortura y crimen de lesa humanidad.
· Código Penal 
Art. 30-A., numeral 10

En el caso de delitos sexuales y de trata de personas, se considerarán como circunstancias agravantes, cuando no fueren constitutivas o modificatorias de la infracción y se aplicarán sin perjuicio de las circunstancias agravantes generales señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

10. Si el delito sexual ha sido cometido como una forma de tortura, o con fines de intimidación, degradación, humillación, discriminación, venganza o castigo;
Art. 37 se establece que no cabe la conversión cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio y cuando se trate de crímenes de lesa humanidad. (Artículo sustituido por Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 555 de 24 de Marzo del 2009.)

Artículo (114.8), se señala que las acciones y penas previstas para los delitos de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, tortura, o crímenes de agresión a un Estado son imprescriptibles. (Artículo agregado por Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 196 de 19 de Mayo del 2010).

Art. 175, numeral 4, se instituye que no se admitirá caución en los casos: de  los delitos de odio, sexuales y de violencia intrafamiliar, o aquellos que por sus consecuencias y circunstancias causen gran alarma social, a criterio del juez de garantías. (Numeral 4. agregado por Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 555 de 24 de Marzo del 2009).

Art. (602.40), se establece que la Tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes en persona protegida, será sancionado con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años, la servidora o servidor militar que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, torture o infrinja tratos crueles, inhumanos o degradantes a persona protegida. (Artículo agregado por Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 196 de 19 de Mayo del 2010).


Igualmente, en otro de sus artículos se señala que cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio, el fiscal no podrá abstenerse en ningún caso de iniciar la investigación penal. (Artículo agregado por Ley No. 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 555 de 24 de Marzo del 2009).

c) sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?

No existen disposiciones que sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado.
9. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:

a) ¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/ 

No existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica.
b) ¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?
No se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva.
c) ¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?
Se encuentra despenalizado el aborto por violación únicamente bajo el siguientes supuesto previsto en el Código Penal:
· Codigo Penal

Art. 447.- El aborto practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer o de su marido o familiares íntimos, cuando ella no estuviere en posibilidad de prestarlo, no será punible:

2o.- Si el embarazo proviene de una violación o estupro cometido en una mujer idiota o demente. En este caso, para el aborto se requerirá el consentimiento del representante legal de la mujer.

d) ¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/
Si  se encuentra despenalizado el aborto terapéutico, conforme la siguiente norma:
· Codigo Penal

Art. 447.- El aborto practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer o de su marido o familiares íntimos, cuando ella no estuviere en posibilidad de prestarlo, no será punible:

1o.- Si se ha hecho para evitar un peligro para la vida o salud de la madre, y si este peligro no puede ser evitado por otros medios; y,

e) ¿Sanciona la legislacion la esterilización forzada?
No sanciona la legislación la esterilización forzada.
f) ¿Sanciona la legislacion la inseminación artificial no consentida?

No sancional la legislación la inseminación artificial no consentida.

g) ¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia?

Si, existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia, sin embargo este derecho ha sido restringido por el Estado. Así tenemos:
· Ley Orgánica de Salud

Art. 32.- En todos los casos de violencia intrafamiliar y sexual, y de sus consecuencias, se brindará atención de salud integral a las personas afectadas.

El personal de los servicios de salud tiene la obligación de atender los casos de violencia intrafamiliar y sexual.

Deberán suministrar, entre otros, anticoncepción de emergencia, realizar los procedimientos y aplicar los esquemas profilácticos y terapéuticos necesarios, para detectar y prevenir el riesgo de contraer infecciones de transmisión sexual, especialmente el VIH y hepatitis B, previa consejería y asesoría a la persona afectada, con su consentimiento informado expresado por escrito.

Art. 68.- Se suministrará la anticoncepción que corresponda, previo consentimiento informado, a mujeres portadoras de VIH y a aquellas viviendo con SIDA. Esto incluye anticoncepción de emergencia cuando el caso lo requiera, a juicio del profesional responsable de la atención.
· Resolución Tribunal Constitucional

Pese a estas disposiciones y a que la Constitución de la República garantiza el derecho de las personas a tomar decisiones libres, responsables e informadas sobre su salud y vida reproductiva y a decidir cuándo y cuántos hijas e hijos tener, el 23 de mayo de 2006, la Tercera Sala del Tribunal Constitucional del Ecuador,  mediante resolución No. 014-2005-RA, concedió la acción de amparo constitucional propuesta para suspender definitivamente el otorgamiento del registro sanitario del producto denominado “Postinor 2” (píldora anticonceptiva de emergencia). La Sala en su fallo,  da ”prioridad al bien jurídico constitucional de la vida, por sobre el valor de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y de la libertad individual”. Concluye que el producto es abortivo y por tanto atenta a “los derechos difusos” de seres humanos no nacidos. Y considera que el Instituto Leopoldo Inquieta Pérez incurrió en un acto ilegítimo al otorgar el registro de este medicamento, sin un debate previo sobre este tema. 

Esta decisión refuerza una visión de las mujeres como NO SUJETOS contribuyendo a perpetuar el control y dominación del cuerpo, la sexualidad y la reproducción de las mujeres; resta importancia a las muertes que el embarazo no deseado produce, así como las afectaciones al proyecto de vida de las mujeres que éste genera e interfiere en el derecho de las mujeres a decidir sobre un asunto que tiene repercusiones en su vida y su libertad personal, vulnerando derechos fundamentales consagrados en la Constitución del Ecuador, como el derecho a la vida, la igualdad ante la ley, la libertad, a tomar decisiones libres y responsables sobre su vida sexual y reproductiva, entre otros; y en instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el Ecuador.

Además, la resolución desconoce las evidencias científicas que demuestran la naturaleza anticonceptiva y no abortiva de la anticoncepción de emergencia, carece de una real ponderación de bienes y de una interpretación sistemática de la Constitución
h) ¿Se proveen  cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para  VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?

A nivel normativo existen algunas disposiciones que prevén este tipo de cuidados a nivel formal, aunque existen limitaciones en su aplicación práctica. Así tenemos:  

· Ley de Prevención y Asistencia Integral del VIH/SIDA
 
Art. 1.- Se declara de interés nacional la lucha contra el Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida (SIDA) para lo cual el Estado fortalecerá la prevención de la enfermedad; garantizará una adecuada vigilancia epidemiológica; y, facilitará el tratamiento a las personas afectadas por el VIH; asegurará el diagnóstico en bancos de sangre y laboratorios, precautelará los derechos, el respecto, la no marginación y la confidencialidad de los datos de las personas afectadas con el virus de Inmuno Deficiencia Adquirida (VIH).

Art. 5, los deberes y atribuciones del Instituto Nacional del SIDA;


Que dentro de las atribuciones del mencionado artículo se dispone:

 "b) Facilitar el tratamiento específico gratuito a las personas afectadas con VIH/SIDA y las enfermedades asociadas al SIDA;

 c) Desarrollar, coordinar y aplicar programas de control epidemiológico; 

d) Fomentar la creación y vigilar el funcionamiento de los laboratorios especializados públicos y privados que realicen pruebas de diagnóstico para VIH, los que deberán registrarse obligatoriamente en el Ministerio de Salud Pública; 

g) Facilitar a las personas afectadas con VIH/SIDA la realización de pruebas y diagnósticos actualizados permanentemente";

Art. 7.- Ninguna persona será discriminada a causa de estar afectada por el VIH/SIDA o fallecer por esta causa.


Art. 8.- Todo profesional de la salud está obligado a diagnosticar, atender o referir a otro nivel cuando no pueda resolver el problema de las personas afectadas por el VIH/SIDA que haya en demanda de sus servicios. 


La persona o institución que no brinde la atención demandada será responsable por negligencia, debiendo ser juzgada y sancionada, por las autoridades competentes de acuerdo con la Constitución Política y leyes de la República.

· Reglamento de Atención a Personas con SIDA

Art. 1.- Objetivos Específicos:


Promover la atención especializada a personas que viven con VIH/SIDA, personas viviendo con el VIH (PVVIH) y sus familiares a través de servicios especializados.


Estandarizar la atención de las personas con VIH/SIDA.

Impulsar la disminución vertical (Madre - Niño) en el país.

Precautelar el derecho de las personas viviendo con el VIH para acceder a servicios de salud.


Art. 2.- El Ministerio de Salud Pública, cubrirá de manera gratuita:


La atención de las personas viviendo con el VIH, tanto a nivel de consulta externa como de hospitalización, incluyendo los exámenes y medicamentos establecidos para controlar la infección por VIH/SIDA y las enfermedades relacionadas con la misma, según se ha establecido en las "Guías para la atención de las personas viviendo con el VIH/SIDA en Unidades de Salud".


Las pruebas de tamizaje y confirmatoria de la infección por VIH para las embarazadas.
La profilaxis para la prevención de la transmisión perinatal.
· Ley Orgánica de Salud

Art. 67.- El Estado reconoce al contagio y la transmisión del VIH-SIDA, como problema de salud pública.

La autoridad sanitaria nacional garantizará en sus servicios de salud a las personas viviendo con VIH-SIDA atención especializada, acceso y disponibilidad de medicamentos antiretrovirales y para enfermedades oportunistas con énfasis en medicamentos genéricos, así como los reactivos para exámenes de detección y seguimiento.

Las responsabilidades señaladas en este artículo corresponden también al sistema nacional de seguridad social.

i) ¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?

El ordenamiento jurídico ecuatoriano contempla principios y medidas de garantía tanto a nivel constitucional como legal. 

· Constitución de la República 

La Constitución contempla los siguientes principios para la garantía de derechos:

Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:

2. Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y oportunidades. 

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación.

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad

Art. 32.- La salud es un derecho que garantiza el Estado, cuya realización se vincula al ejercicio de otros derechos, entre ellos el derecho al agua, la alimentación, la educación, la cultura física, el trabajo, la seguridad social, los ambientes sanos y otros que sustentan el buen vivir.
El Estado garantizará este derecho mediante políticas económicas, sociales, culturales, educativas y ambientales; y el acceso permanente, oportuno y sin exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y atención integral de salud, salud sexual y salud reproductiva. La prestación de los servicios de salud se regirá por los principios de equidad, universalidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, eficiencia, eficacia, precaución y bioética, con enfoque de genero y generacional.
Art. 43.- El Estado garantizará a las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia los derechos a: 
1. No ser discriminadas por su embarazo en los ámbitos educativo, social y laboral.

2. La gratuidad de los servicios de salud materna.

3. La protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida durante el embarazo, parto y posparto.

4. Disponer de las facilidades necesarias para su recuperación después del embarazo y durante el periodo de lactancia.
Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:
9. El derecho a tomar decisiones libres, voluntarias y responsables sobre su sexualidad, y su vida y orientación sexual. El Estado promoverá el acceso a los medios necesarios para que estas decisiones sean seguras.

10. El derecho a tomar decisiones libres, responsables e informadas sobre su salud y vida reproductiva y a decidir cuándo y cuántas hijas e hijos tener.

Art. 332.- El Estado garantizará el respeto a los derechos reproductivos de las personas trabajadoras, lo que incluye la eliminación de riesgos laborales que afecten la salud reproductiva, el acceso y estabilidad en el empleo sin limitaciones por embarazo o número de hijas e hijos, derechos de maternidad, lactancia, y el derecho a licencia por paternidad.

Se prohíbe el despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación y maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos.
Art. 363.- El Estado será responsable de: 

6. Asegurar acciones y servicios de salud sexual y de salud reproductiva, y garantizar la salud integral y la vida de las mujeres, en especial durante el embarazo, parto y postparto.
Además la Constitución en su capítulo III establece tres tipos de garantías para la protección de los derechos. Estas son: 

1. Garantías Normativas (Art. 84) que comprenden la obligación de adecuar formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales.

2. Garantías de Políticas Públicas,  Servicios Públicos y Participación Ciudadana ( Art. 85),  relativas a la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos que garanticen los derechos.

3. Garantías Jurisdiccionales (Art. 86 a 94) mediante las cuales se determinan las acciones judiciales  que pueden ejercer las personas, pueblos y colectividades por la amenaza o violación de los derechos ante la amenaza o violación de los derechos y el incumplimiento de políticas públicas. Estas son: medidas cautelares, acción de protección, acción de hábeas corpus, acción de acceso a la información, acción de hábeas data, acción por incumplimiento y acción extraordinaria de protección.

En general, aunque estas medidas de garantía están contempladas por la Constitución existe un escaso conocimiento de la población sobre su existencia, a lo que se une la falta de formación de los jueces que las deben aplicar (que bajo la reforma constitucional y legal vigente son todos los jueces), quienes vienen limitándolas al someterlas a un serie de  enfoques tradicionales, medidas burocráticas y trámites procesales que les restan efectividad y limitan su alcance práctico.   

· Código de la Niñez y Adolescencia.
Art. 25.- Atención al embarazo y al parto.- El poder público y las instituciones de salud y asistencia a niños, niñas y adolescentes crearán las condiciones adecuadas para la atención durante el embarazo y el parto, a favor de la madre y del niño o niña, especialmente tratándose de madres adolescentes y de niños o niñas con peso inferior a dos mil quinientos gramos.

· Ley de Maternidad Gratuita y Atención a Infancia

Art. 1.- Toda mujer tiene derecho a la atención de salud gratuita y de calidad durante su embarazo, parto y post-parto, así como al acceso a programas de salud sexual y reproductiva. De igual manera se otorgará sin costo la atención de salud a los recién nacidos-nacidas y niños-niñas menores de cinco años, como una acción de salud pública, responsabilidad del Estado.
Art. 2.- La presente Ley tiene como una de sus finalidades el financiamiento para cubrir los gastos por medicinas, insumos, micronutrientes, suministros, exámenes básicos de laboratorio y exámenes complementarios para la atención de las mujeres embarazadas, recién nacidos o nacidas y niños o niñas menores de cinco años de edad en las siguientes prestaciones:

a) Maternidad: Se asegura a las mujeres, la necesaria y oportuna atención en los diferentes niveles de complejidad para control prenatal y, en las enfermedades de transmisión sexual los esquemas básicos de tratamiento (excepto "SIDA"), atención del parto normal y de riesgo, cesárea, puerperio, emergencias obstétricas, incluidas las derivadas de violencia intrafamiliar, toxemia, hemorragias y sepsis del embarazo, parto y post-parto, así como la dotación de sangre y hemo derivados.

Dentro de los programas de salud sexual y reproductiva se cubre la detección oportuna de cáncer cérvico uterino y el acceso a métodos de regulación de la fecundidad, todos ellos según normas vigentes del Ministerio de Salud Pública; y,

· Ley Orgánica de Salud
Art. 6. numeral 6.- Es responsabilidad del Ministerio de Salud Pública:
6. Formular e implementar políticas, programas y acciones de promoción, prevención y atención integral de salud sexual y salud reproductiva de acuerdo al ciclo de vida que permitan la vigencia, respeto y goce de los derechos, tanto sexuales como reproductivos, y declarar la obligatoriedad de su atención en los términos y condiciones que la realidad epidemiológica nacional y local requiera;

Art. 20.- Las políticas y programas de salud sexual y salud reproductiva garantizarán el acceso de hombres y mujeres, incluidos adolescentes, a acciones y servicios de salud que aseguren la equidad de género, con enfoque pluricultural, y contribuirán a erradicar conductas de riesgo, violencia, estigmatización y explotación de la sexualidad.
Art. 21.- El Estado reconoce a la mortalidad materna, al embarazo en adolescentes y al aborto en condiciones de riesgo como problemas de salud pública; y, garantiza el acceso a los servicios públicos de salud sin costo para las usuarias de conformidad con lo que dispone la Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia.

Los problemas de salud pública requieren de una atención integral, que incluya la prevención de las situaciones de riesgo y abarque soluciones de orden educativo, sanitario, social, psicológico, ético y moral, privilegiando el derecho a la vida garantizado por la Constitución.
Art. 26.- Los integrantes del Sistema Nacional de Salud, implementarán acciones de prevención y atención en salud integral, sexual y reproductiva, dirigida a mujeres y hombres, con énfasis en los adolescentes, sin costo para los usuarios en las instituciones públicas.

Art. 27.- El Ministerio de Educación y Cultura, en coordinación con la autoridad sanitaria nacional, con el organismo estatal especializado en género y otros competentes, elaborará políticas y programas educativos de implementación obligatoria en los establecimientos de educación a nivel nacional, para la difusión y orientación en materia de salud sexual y reproductiva, a fin de prevenir el embarazo en adolescentes, VIH-SIDA y otras afecciones de transmisión sexual, el fomento de la paternidad y maternidad responsables y la erradicación de la explotación sexual; y, asignará los recursos suficientes para ello.

Los medios de comunicación deberán cumplir las directrices emanadas de la autoridad sanitaria nacional a fin de que los contenidos que difunden no promuevan la violencia sexual, el irrespeto a la sexualidad y la discriminación de género, por orientación sexual o cualquier otra.

Art. 28.- Los gobiernos seccionales, en coordinación con la autoridad sanitaria nacional, desarrollarán actividades de promoción, prevención, educación y participación comunitaria en salud sexual y reproductiva, de conformidad con las normas que ella dicte, considerando su realidad local.

10. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 

En general, la iniciativa para este tipo de campañas ha provenido de organizaciones de la sociedad civil. El Estado no ha mantenido una práctica sistemática de este tipo campañas, sino que se ha circunscrito a acciones esporádicas y vinculadas generalmente a proyectos financiados por la cooperación internacional. Una iniciativa importante que se está impulsando actualmente el Estado, es la campaña comunicacional  “Reacciona Ecuador: el machismo es violencia”, la cual aglutina a cinco ministerios de Estado y la Comisión de Transición para el Consejo de Igualdad de las Mujeres. 
II.  PLANES NACIONALES

13.
¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres?  ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica?

Desde el gobierno de Rafael Correa, se da un nuevo impulso a la planificación nacional, siendo la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES), la instancia máxima que establece la rectoría de las políticas a nivel nacional para períodos de mediano y largo alcance. En 2007 ésta elaboró el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010, y con la adopción de la nueva Constitución, este se reajustó dando paso al denominado  Plan Nacional del Buen Vivir: Construyendo un Estado Plurinacional e Intercultural, 2009-2013.

El Plan para el Buen Vivir, contiene 12 objetivos, en los cuales encontramos lo siguiente:

	Objetivos
	Políticas y lineamientos sobre género y mujeres

	1. Auspiciar la igualdad, la cohesión y la integración social y

territorial en la diversidad
	· En este objetivo se plantean 10 políticas y 89 lineamientos, orientados a eliminar las desigualdades, mediante: garantía de los derechos el buen vivir (salud, educación, alimentación, agua y vivienda); protección social; inclusión socio-económica; democratización económica; redistribución de riqueza; reconocimiento de diversidades y no discriminación; ordenamiento territorial.

· El énfasis está orientado a grupos de atención prioritaria, entre ellos están: mujeres embarazadas, adultas mayores, niñas y adolescentes, victimas de violencia, de desastres naturales y en trabajo doméstico. En otros casos, se relaciona con los quintiles más bajos y a jefas de hogar. 

· Se plantea la incorporación de enfoques de: género, intercultural e intergeneracional.

· Las orientaciones van hacia ampliación de servicios, incentivos, acciones afirmativas, cambio de condiciones, fomento de capacidades y participación.

	2. Mejorar las capacidades y potencialidades de la población
	· Comprende 8 políticas y 57 lineamientos, hay dos políticas que plantean la incorporación del enfoque de género:

“Mejorar progresivamente la calidad de la educación, con un enfoque de derechos, de género, intercultural e inclusiva, para fortalecer la unidad en la diversidad e impulsar la permanencia en el sistema educativo y la culminación de los estudios.” (2.2)

 “Generar procesos de capacitación y formación continua para la vida, con enfoque de género, generacional e intercultural articulados a los objetivos del Buen Vivir”

·  Otras políticas se orientan al derecho a la alimentación; educación intercultural bilingüe, educación superior, investigación tecnológica, acceso a la  información y tecnología; y fomento del deporte.

· En los lineamientos se observa que pierde fuerza el tratamiento de diversidades y género, pues se plantea en forma más genérica y en otras es específica de tal forma que queda limitada, por ejemplo en el lineamiento de investigación y tecnología donde limita a extensión universitaria:

“Promover programas de extensión universitaria con enfoque intercultural, de género y generacional”.

	3. Mejorar la calidad de vida de la población
	· Comprende 7 políticas y 58 lineamientos orientados a fomentar la salud y la vida saludable y con seguridad.

· La política 3.4 plantea:

“Brindar atención integral a las mujeres y a los grupos de atención prioritaria, con enfoque de género, generacional, familiar, comunitario e intercultural”

· En los lineamientos se incorpora el tema de derechos sexuales y reproductivos con enfoque de diversidades e interculturalidad.

· En general también se observa que no en todos los lineamientos se incorpora el tema de género y derechos de las mujeres.

	4. Garantizar los derechos de la naturaleza y promover un

ambiente sano y sustentable
	· Incluye 7 políticas y 49 lineamientos destinados a garantizar el manejo sustentable de recursos, biodiversidad, agua, energía, mitigar la contaminación ambiental y efectos del cambio climático y otras vulnerabilidades, así como relacionar el cuidado ambiental a los temas económicos y sociales.

· En este objetivo, ninguna política ni lineamientos incorpora algún aspecto específico para las mujeres ni se plantea enfoque de género. Las referencias específicas es respecto a pueblos ancestrales.

	5. Garantizar la soberanía y la paz, e impulsar la inserción

estratégica en el mundo y la integración latinoamericana
	· Comprende 7 políticas y 61, orientados a fomentar una convivencia pacífica, a la integración, integridad territorial, diálogo político, relaciones soberanas, especialmente en la economía solidaria, alimentación y energía.

· En los lineamientos se menciona, reducir las brechas de género en zonas de frontera, fomentando la presencia del estado; promover una arquitectura financiera internacional garantizando el enfoque de género; establecer mecanismos de exportación que favorezcan a mujeres; en el tema de trata se plantea una prevención y protección especial a mujeres, niñas y diversidades sexuales.

	6. Garantizar el trabajo estable, justo y digno, en su diversidad

de formas
	· Integran 8 políticas y 37 lineamientos, tendientes a revalorizar el trabajo en todas sus formas; eliminar las formas de precarización; vínculo con la seguridad social; fomentar el empleo y disminuir el subempleo y desempleo; vínculo con políticas fiscales; modificar condiciones para evitar discriminaciones

· Se destaca la política que reconoce el trabajo no remunerado, del cuidado humano y familiar.

· En los lineamientos se considera: el apoyo a  mujeres prestadoras de cuidados especiales y a mujeres diversas; la capacitación con enfoque de género; la sanción a formas de discriminación y acoso sexual; y fortalecer los conocimientos y tecnologías ancestrales de mujeres.

	7. Construir y fortalecer espacios públicos interculturales y de

encuentro común
	· Abarca 8 políticas y 54 lineamientos hacia el uso de los espacios públicos desde el respeto de derechos, en igualdad de condiciones, fomentando el deporte, la cultura, el descanso, la comunicación, el transporte y en general el disfrute de los bienes culturales.

· En la políticas 7.7 se plantea el disfrute de los espacios bajo el principio de equidad de género.

· Se destacan dos lineamientos relacionados a la responsabilidad de los medios en contenidos que promuevan los derechos humanos, la equidad de género y hacia la erradicación de estereotipos de género, imaginarios que violenten a las diversidades sexuales, a las mujeres y cosifiquen sus cuerpos.

· Sin embargo, en la política 7.8 sobre seguridad hay ausencia total de lineamientos sobre la seguridad en espacios públicos para las mujeres.

· Se advierte que el énfasis es hacia el aspecto cultural y eliminación de barreras arquitectónicas.

	8. Afirmar y fortalecer la identidad nacional, las identidades

diversas, la plurinacionalidad y la interculturalidad
	· Contiene 5 políticas y 25 lineamientos, que en su conjunto se refieren a pueblos y nacionalidad indígenas, afrodescendientes y montubios.

· Sólo un lineamiento hace mención a las mujeres, de la siguiente forma: “Fortalecer las organizaciones político-sociales de mujeres, pueblos y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y montubios”.

· Es claro que la concepción de interculturalidad se centra a lo étnico y no hacia los grupos diversos considerando todas las diferencias. Además, no hay un tratamiento amplio de la situación de las mujeres de los grupos mencionados.

	9. Garantizar la vigencia de los derechos y la justicia
	· Integra 6 políticas y 36 lineamientos, las políticas comprenden la pluralidad jurídica; la racionalización del ordenamiento jurídico; la mejora del acceso a la justicia; la erradicación de la violencia (9.4); la rehabilitación social y formación jurídica a la población.

· En los lineamientos se destaca: formación profesional en derechos de las mujeres diversas; en los servicios de justicia dar atención específica a las mujeres; fortalecer la investigación de delito sexuales con enfoque de género y protección; aplicar las normas que prohíben el sexismo y homofobia, no considera lesbofobia ni transfobia; incorporar el enfoque de género en la formación policial; defensa de estudiantes de delitos sexuales a mujeres y personas lgbti; protección a víctimas de violencia intrafamiliar, abuso sexual, tráfico con fines sexuales, feminicidio, pornografía; campañas para transformar patrones socioculturales de violencia contra las mujeres, visibilizar la violencia y feminicidio; Sensibilizar para erradicar la violencia de género; mejorar la gestión judicial en los casos de violencia de género, prevenir y sancionar toda forma de esclavitud y aquella con sesgo de género; fortalecer capacidades de mujeres y personas lbgti para presentar acciones de protección (la mayoría en la política 9.4)

	10. Garantizar el acceso a la participación pública y política
	· Contiene 6 políticas y 42 lineamientos. Las políticas enmarcan la organización, participación, capacitación, producción y acceso a la información, rendición de cuentas y paridad en la participación política. 

· En los lineamientos es muy poco lo que se incluye: Fortalecer la organización de comités de usuarias en maternidad gratuita, atención a la infancia, trabajadoras temporales y autónomas, consumidoras; garantizar en la paridad la secuencialidad y alternancia en las listas.

	11. Establecer un sistema económico social, solidario y

sostenible
	· Reúne 13 políticas y 82 lineamientos hacia una economía endógena y el buen vivir, con infraestructura, soberanía, diversificando formas productivas, sancionando la competencia desleal, fomentando el conocimiento y la tecnología, modificando patrones de consumo, promoviendo ahorro e inversión y en forma sustentable.

· Casi la totalidad de los lineamientos refieren a la población en general; sin embargo, hay dos menciones importantes: 1. Reconocer la diversidad de actoras económicos y su participación efectiva en espacios de decisión económica (11.1.h); y 2. Flexibilizar las compras públicas, dando prioridad a proveedoras mujeres (11.2.a).

· No se articula aquí con la ampliación en el reconocimiento de toda forma de trabajo.

	12. Construir un Estado Democrático para el Buen Vivir
	· Finalmente, este objetivo contiene 7 políticas y 49 lineamientos. Implica la construcción de un estado plurinacional, intercultural, descentralizado, planificado, capaz, eficiente, y competente, en sus servicios y empresas, participativo y de derechos.

· La única referencia expresa es la de transversalizar el enfoque de género, por lo demás hay ausencia de las mujeres en este tema crucial.

	Metas erradicación violencia de género
Política 3.4: Reducir en 25% el embarazo adolescente, en 35% la mortalidad materna al 2013.


Política 6.2: Tender a 1 en la igualdad de horas dedicadas al trabajo reproductivo al 2013. (Disminuir la brecha de la diferencia en la carga de trabajo reproductivo entre hombres y mujeres. Actualmente bordea a 3)
Política 9.4: Reducir la violencia contra las mujeres: La física en un 8%, la psicológica en un 5% y la sexual en un 2%.
Política 10.3: Alcanzar el 30% de participación de las mujeres en cargos de elección popular al 2013.

	Valoración general
En suma hay 12 objetivos con 92 políticas, casi 640 lineamientos y más de 200 metas. El enfoque de género no logra transversalizar a éstos. El tema de derechos de las mujeres, equidad de género y erradicación de violencia de género aparecen en algunas políticas y lineamientos, si bien hay importantes incorporaciones, no logra tener una lógica sistémica. Las escasas metas (5!!) develan que las directrices del plan se quedan en el enunciado y no logran traducirse a metas concretas, menos aún a programas/presupuestos que permitan la implementación directa en el territorio, de tal forma que al 2013, se camine con avances concretos. 




El Plan Nacional del Buen Vivir prevé mecanismos de participación, los cuales hasta la presente fecha no han sido debidamente canalizados, limitándose a la invitación a reuniones a determinados actores; en cuanto a la evaluación aunque está prevista, pero no existe un documento público al respecto y el Plan no contempla no contempla sanciones en caso de incumplimiento. Sin embargo, bajo el nuevo marco constitucional las garantías jurisdiccionales se pueden ejercer  interponer sobre  políticas públicas, por lo que se entiende que éste y todos los planes y programas del Estado podrían ser sometidos a acciones para demandar su cumplimiento.  

Bajo el marco de este  Plan Nacional se vienen impulsando los siguientes planes específicos:

· Plan de Igualdad de Oportunidades 
Este plan se consideró como el instrumento que orientaba las políticas públicas para la protección de los derechos de la mujer. Este plan concluyó su período de vigencia (2006 -2009) y el Estado no ha promovido un proceso amplio y participativo de evaluación y de redefinición del mismo. Su terminación coincidió con la eliminación del CONAMU. De esta forma, en la actualidad no se cuenta con un plan estratégico específico sobre las mujeres en el país.  La Comisión de Transición hacia el Consejo de Igualdad ha trabajado en la transversalización del enfoque de género dentro del Plan Nacional de Desarrollo, sin embargo, como lo hemos visto, su alcance todavía es limitado. 

· Plan Nacional de Erradicación de la Violencia de Género hacia la Niñez, Adolescencia y Mujeres

Este Plan fue adoptado el 10 de septiembre de 2007, mediante Decreto Ejecutivo 620, publicado en el RO Nro. 174, de 20 de septiembre de 2007. Éste declara como política de Estado, con enfoque de derechos humanos, la erradicación de la violencia de género hacia la niñez, adolescencia y mujeres. El Plan en tanto política de Estado se mantendrá vigente hasta alcanzar los objetivos y metas planteados en el mismo.

Establece la creación de una Comisión de Coordinación Interinstitucional integrada por: Ministro de Gobierno, Policía y Culto; Ministro de Educación; Ministra de Salud Pública; Ministra de Inclusión Económica y Social; directora del ex CONAMU actualmente Consejo de Transición; Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia; Director del INFA. La preside el Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, cuenta con una Secretaría Técnica responsable de la gestión y ejecución de las decisiones tomadas.

En este Plan se contempla que la violencia basada en género puede ser física, psicológica y/o sexual. En cuanto a los ámbitos en que se produce la violencia de género señala que las distintas formas de violencia de género pueden tener lugar: dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad y puede ser perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra. No plantea la violencia económica.
Ejes  estratégicos del Plan:

Eje 1: Transformación de Patrones Socioculturales: Aportar en la transformación del imaginario social y las prácticas que naturalizan la violencia de género, a través de procesos de sensibilización e información que muestren la discriminación hacia la mujer como sustento de relaciones inequitativas y violentas entre hombres y mujeres en todo su ciclo de vida.

Eje 2: Sistemas de Protección Integral: Garantizar la protección y restitución de derechos de las víctimas de violencia de género, asegurando el diseño y funcionamiento del sistema de protección integral con la institucionalidad y competencias que lo sustentan, los servicios articulados de salud, educación y protección y, presupuestos estables, permanentes y oportunos

Eje 3: Acceso a la Justicia: Reducir la impunidad a través de garantizar a las víctimas de la violencia de género, el acceso a la justicia con gratuidad, celeridad e inmediación; procesos de investigación no revictimizantes; y, la sanción de los delitos, garantizando que la administración de justicia incorpore en su quehacer la comprensión del derecho a una vida libre de violencia como fundamental. 

Eje 4: Sistema de Registro: Desarrollar sistemáticamente información, cualitativa, así como sustentos tecnológicos sobre la violencia de género en sus distintas manifestaciones, que permita contar y proveer de datos confiables a la institucionalidad pública y privada y, que sirva como sustento para la toma de decisiones y para la elaboración e implementación de políticas generales y sectoriales adecuadas y oportunas.

Evaluación: se han establecido procesos de seguimiento de las acciones ejecutadas e indican que la Comisión de Coordinación Interinstitucional se reúne por lo menos 2 veces al mes para coordinar, planificar y evaluar las diferentes acciones realizadas.

Difusión y Promoción: trabajan con campañas educomunicacionales y de medios masivos en la difusión de la Campaña “Reacciona Ecuador, el machismo es violencia”. 

· Plan Nacional Decenal de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia 

Mediante Resolución No. 22 publicada en el Registro Oficial 475 de 3 de diciembre del 2004, el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia aprobó el Plan Nacional Decenal de Protección integral a la Niñez y Adolescencia, como marco general para la protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes en tanto define las políticas, metas y estrategias que guiarán la acción pública y privada a favor del ejercicio de sus derechos. En lo que concierne a la violencia contempla entre sus objetivos los siguientes:

· Promover una cultura de buen trato y no violencia, respeto y reconocimiento a los niños, niñas, adolescentes y a sus familias como ciudadanos, a sus individualidades, requerimientos y expresiones culturales. 

· Asegurar la restitución de los derechos a niños, niñas y adolescentes que han sido privados de los mismos, por razones de violencia, maltrato, abuso, explotación o situaciones de desastre. 

· Promover una cultura de respeto y fortalecimiento de la participación de niños, niñas y adolescentes, como actores con capacidades para opinar, deliberar, decidir, tomar la iniciativa y acordar sobre sus propios requerimientos en igualdad de oportunidades entre niños y niñas y entre las diferentes culturas que conviven en el Ecuador. 

· Fortalecer las capacidades y mecanismos de exigibilidad ciudadana para garantizar el cumplimiento y aplicación de los derechos de niños, niña y adolescentes. 

El Plan establece las políticas de protección del país para un decenio. Específicamente en violencia contra niñas y adolescentes desde la protección especial  podemos citar las siguientes: 

· Política 8 Garantizar a los niños y niñas un hogar donde vivir en condiciones de seguridad, identidad, libre de violencia y con estabilidad emocional, así como con las condiciones fundamentales de protección. 

· Política 9 Prevención y atención a toda forma de maltrato, violencia, abuso y explotación 

· Política 17 Garantizar servicios públicos destinados a restituir derechos y protección frente al maltrato, el abuso, el trabajo infantil, privación del medio familiar y pérdida de niños y niñas. 

· Política 18 Erradicar progresivamente el trabajo infantil nocivo, peligroso o de riesgo. 

· Política 20 Prevención de peligros que atentan la vida e integridad de los y las adolescentes. 

· Política 26 Protección contra el maltrato, el abuso y acoso sexual, tráfico y la explotación sexual comercial.
Este Plan contempla entre sus ejes la violencia intrafamiliar, violencia física, violencia sexual.
15.
¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:

No existen planes de formación continuos sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres, lo que se ha venido ejecutando en estos años son capacitaciones aisladas sobre temas concretos. Todo ello a pesar que entre las acciones contempladas en el Plan Nacional de Erradicación de Violencia de Género hacia la niñez, adolescencia y mujeres, consta la capacitación  a profesionales que se vinculan con la atención a casos de violencia de género.

Por ejemplo, desde el Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, a través de la Dirección Nacional de Género (DINAGE) han realizado capacitaciones al personal de las Comisarías de la Mujer y la Familia, Intendentes y Tenientes Políticos sobre la Ley 103 y su reglamento, temas conceptuales de violencia intrafamiliar, atención a víctimas, normativa nacional e internacional y análisis de casos. 
 Se conoce que existe un Manual de Derechos Humanos para la Policía con un acápite específico para los derechos de las mujeres y casos concretos de violencia sexual. 
Por otro lado, el Ministerio de Salud cuenta con Protocolos específicos y desarrolla capacitaciones puntuales con los operadores de salud.

Actualmente, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en convenio con  la FLACSO se encuentra desarrollando un Diplomado sobre Género, Violencia y Derechos Humanos destinado a operadores de justicia (jueces, fiscales y defensores públicos). Además, han realizado capacitaciones respecto a la Ley 103, marco normativo internacional, pero estos procesos no han sido continuos. 

16.
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en la elaboración y monitoreo de los planes nacionales?
Si bien es cierto la Constitución y el  Plan Nacional de Erradicación de Violencia de Género, niñez, adolescencia y mujeres se enfatiza en la participación de la sociedad civil en el diseño y elaboración de planes, hay que señalar que la misma en algunos casos se han remitido a procesos puntuales y no específicamenta al diseño y elaboración del mismo, contemplando presupuesto.

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?

No existen acuerdos específicos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad destinados a difundir los derechos de las mujeres. La única iniciativa visible al momento es la campaña Reacciona Ecuador el machismo es violencia. Sin embargo, éste proceso parece inscribirse en una actividad temporal basada en la contratación de espacios para difusión de cuñas y no en el establecimiento de programas permanentes.  El Estado ha tratado el tema de violencia en algunos programas que difunde en la Radio y Televisión Pública, pera estos medios todavía tienen poca cobertura en el país. También lo ha posicionado en las cadenas semanales que emite el Presidente de la República, limitándo su mención a fechas y conmemoraciones específicas por el día de la mujer: 8 de marzo y 25 de noviembre. El Estado podría potenciar estos espacios con la generación de programas específicos, permanentes y continuos. 
III.
ACCESO A LA JUSTICIA

18.
¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/

En lo que concierne al número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres, existen en el país 34 Comisarías de la Mujer y la Familia. 
 Es importante señalar que éstas aún no cubren las 24 provincias del país, pues 5 de ellas (Cotopaxi, Napo, Morona Santiago, Galápagos) aún no cuentan con estas dependencias; y, más bien, se han abierto más Comisarías de la Mujer y la Familia en las ciudades más populosas (4 en Guayaquil, 3 en Quito, 2 en Cuenca y 2 en Esmeraldas) y en otras ciudades o cantones (Quevedo, Manta, Rumiñahui, Milagro). 

Cabe indicar, que si bien el Código Orgánico de la Función Judicial, promulgado el 9 de marzo del 2009, establece la creación de Juzgados de Violencia contra la Mujer y la Familia y Juzgados de Contravenciones;
lamentablemente, hay que señalar que en el anteproyecto de nuevo Código Penal, presentado por el Ejecutivo, se propone derogar dichas disposiciones; lo cual, de aprobarse, constituiría un retroceso en la construcción de espacios para administración de justicia en casos de violencia contra las mujeres.

Como puede evidenciarse, el derecho de acceso a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derecho e intereses, previsto en el Art. 75 de la Constitución de 2008, para las mujeres víctimas de violencia, no está garantizado por parte del Estado a nivel nacional, manteniéndose una lógica de estado centralista, que las deja en indefensión.
19.
¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:
a) Personal especializado

Hay que mencionar que en nuestro país, no todas las Comisarías de la Mujer y la Familia cuentan con un personal especializado (psicóloga, abogado, trabajadora social) que brinde atención integral a los casos de violencia.  Y en los casos en los que existe no se garantiza que estén debidamente sensibilizados y capacitados para atender los casos de violencia contra las mujeres de una manera adecuada.
Las Comisarías de la Mujer y la Familiar, “a pesar de ser un espacio del cual el país no puede prescindir y que cumplen un servicio valorado por muchas mujeres-, distan de ser los espacios de atención integral que garantizan el ejercicio de derechos y la ciudadanía de las mujeres, como era su propósito o “el sueño del cual vivíamos pendientes”. (Entrevista a Lola Villaquirán).” 

b) Espacios con privacidad

Falta aún mucho por trabajar en el fortalecimiento de espacios que garanticen privacidad a las víctimas de violencia; lo que impide que, en los casos concretos, las mujeres puedan relatar los hechos de violencia de los que han sido víctimas en un ambiente de confianza, con lo que no pueden proporcionar todos los requisitos de verificabilidad para formular denuncias que puedan ser efectivamente investigadas y sancionadas por el sistema de justicia, determinando la impunidad en los casos.
c) Servicios legales gratuitos
En algunos instrumentos normativos se garantiza el acceso a servicios legales gratuitos; sin embargo, estos servicios, en la práctica, implican costos que deben sufragar las víctimas de violencia. Precisamente, este aspecto ha sido una de las limitantes que ha impedido que las mujeres continúen con el proceso de denuncia. Así por ejemplo en un estudio realizado por CEPLAES  respecto a las Comisarías de la Mujer y la Familia en el Ecuador, se señala que uno de los elementos “que obstaculizan el acceso a la justicia en las CMF, es la práctica de “un estilo burocrático y clientelar, sobre todo entre el personal antiguo”. (OPS 1999: 92), situación que impide que se cumpla con el principio de celeridad en los trámites en estas dependencias. Los procedimientos son muy largos, demandan la presencia constante de la denunciante, lo que indudablemente afecta su situación económica y/o laboral, pues tiene que pedir varios permisos, gastar en pasajes, copias, etc. La suma de estos factores desestimulan la conclusión de los procesos e inciden para que otras mujeres que viven realidades parecidas, se decidan a denunciarlas.” 

d)
Intérpretes en los idiomas indígenas
No se cuenta con intérpretes en los idiomas indígenas; lo cual evidencia el incumplimiento por parte del Estado de proporcionar el acceso a la justicia, en su propio idioma, a las mujeres, adolescentes y niñas indígenas. Se debe tomar en consideración que el Ecuador es un país plurinacional, como lo establece la Constitución en su primer artículo, y que es responsabilidad estatal establecer las garantías institucionales para que las y los integrantes de los pueblos y nacionalidades indígenas puedan acceder a la justicia en condiciones objetivas que permitan el ejercicio de sus derechos procesales.
e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos
No se cuenta con espacios que garanticen la confidencialidad, privacidad y protección a las victimas, sus familiares y testigos de violencia. Lo que repercute, como se señaló, en la efectividad de las investigaciones y enjuiciamientos de los casos de violencia; y además, pone en riesgo la seguridad personal de la víctima, familiares y testigos al no contarse con sistemas de registro confidenciales.
20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

En Ecuador no se cuenta con  fondos para traslados, mecanismos de rescate de mujeres, cambio de identidad, salvoconducto para salir del país, para hacer efectivas las medidas de protección  para las mujeres, sus familiares y/o testigos. 

Respecto a este punto hay que mencionar que el Ministerio de Inclusión, Económica y Social (MIES) viene trabajando en el fortalecimiento de las Casas de Acogida. En tanto, que el Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, a través de la Dirección Nacional de Género, todos los años realiza visitas técnicas tanto de forma telefónica como física a las víctimas de violencia de género. 

Por otro lado, hay que señalar que la Fiscalía General del Estado cuenta con una Unidad de Protección a Víctimas y Testigos. Este Programa de protección a víctimas y testigos funciona en la ciudad de Quito, y con dificultades en las ciudades de Machala, Portoviejo, Cuenca y Guayaquil;  debiendo señalarse que al no ser accesible a toda población y no contar con suficiente presupuesto para su sostenibilidad, no constituye una garantía eficaz y efectiva para salvaguardar los derechos de las mujeres víctimas de la violencia, sus familiares y testigos.
21.
¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
En el 2006, el Centro para la Protección y Acción de la Mujer, CEPAM, efectuó un estudio de las Comisarías de la Mujer y la Familia del país a través del Proyecto de Fortalecimiento de la vigencia de derechos humanos de las mujeres por una vida libre de violencia. Este estudio evidenció que en unos casos la atención en casos de violencia de género era rápida en tanto que en otros tomaba aproximadamente 3 meses desde cuando se presentaba la denuncia. 

22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas?
No se cuenta con protocolos específicos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por violencia, en el idioma oficial ni en el de los pueblos indígenas, destinado para policía ni fiscalías. 

Sin embargo, el Ministerio de Salud Pública ha desarrollado protocolos de atención a víctimas de violencia de género. Y ha implementado salas de Primera Acogida para brindar atención especializada a las víctimas de violencia sexual en las ciudades de: Guayaquil (Hospital Abel Gilbert), Quito (Hospital Enrique Garcés) y Machala (Hospital Teófilo Dávila).

Igualmente, como puede evidenciarse, la institucionalidad auxiliar de la administración de justicia, como la Fiscalía y la Policía, no cuentan con este instrumento para procesar los casos de violencia contra las mujeres; y si bien lo ha asumido el Ministerio de Salud Pública, es insuficiente ya que se focaliza en solo tres hospitales de Quito, Guayaquil y Machala.

23.
¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y fiscales/as?  En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

Los juzgados y fiscalías no usan la Convención de Belém do Pará y los instrumentos internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. Generalmente, en los casos de violencia de género, las jueces y fiscales aplican exclusivamente el Código Penal ecuatoriano.

La ausencia de remisión a instrumentos internacionales de derechos humanos es una lamentable constante en las decisiones judiciales en Ecuador; los jueces, a pesar de que la Constitución, en sus artículos 11, numeral 3; y, 426, inciso 3, establece que los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, como la Convención de Belém do Pará, serán de directa e inmediata aplicación, no los consideran como fundamento de sus decisiones. 
24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:

Existen los siguientes estudios:
· Sonia Rodríguez y Patricia Reyes, “Un sufrimiento que no se escucha. Ruta que siguen niñas, niños, adolescentes y sus familias en situaciones de violencia sexual”, CEPAM, Guayaquil, 2009.

Esta investigación se realiza entre los años 2005 y 2006. Se caracteriza por ser una investigación exploratoria, de corte cualitativo y uso técnicas como la documentación escrita, entrevistas a profundidad con las víctimas y familiares.

Además, se incluye el análisis de casos y sentencias sobre delitos sexuales, específicamente de la Corte Superior de Justicia del Guayas y de casos que lleva el CEPAM Guayaquil.

En el estudio se analizan 3 casos de violencia sexual. Los casos analizados fueron:

1. De violación a una adolescente ejercida por su empleador durante toda la adolescencia (entre los 12 y 19 años)

2. De violación a una adolescente en el ámbito educativo por un profesor del Colegio Miguel Martínez Serrano

3. Caso Escuela Dr. Jorge Zavala Baquerizo. Violencia sexual, física y psicológica ejercida por un maestro a un grupo de alumnos y alumnas.

En este estudio se señalan algunas cifras sobre la temática.

· Se señala por ejemplo que “en datos obtenidos de investigaciones apoyadas por el CONAMU sobre el tema de los delitos sexuales, se encontró que en el año 2001, el 32.7 % de los jóvenes y el 44% de las jóvenes dicen conocer casos de violencia sexual. El 36.1 de los agresores corresponde a profesores.”
· Cecilia Medina, Patricia Carrillo, Los lenguajes de la impunidad. Informe de investigación Delitos Sexuales y administración de justicia, CEPAM. Quito, Ecuador, 2007.

Este estudio es realizado en base a los casos atendidos y la práctica de los servicios penales, en el marco del Proyecto Fortalecimiento de los Derechos Humanos de las Mujeres por una vida libre de violencia, auspiciada por la Unión Europea, Pan para el Mundo y el aporte de CEPAM-Quito, Fundación María Guare, en Guayaquil, Corporación Mujer a Mujer, en Cuenca, Fundación Horizontes, en Portoviejo y FODIMUF, en Esmeraldas.

· Esta investigación aborda el tema de la violencia sexual desde dos miradas: una mirada jurídica y una mirada desde los discursos y relatos. 

· La mirada jurídica analiza la práctica de la(s) teoría(s) del Derecho y sus efectos en el juzgamiento de los delitos sexuales. 

· La mirada desde los discursos y relatos respecto a los delitos sexuales permite mirar los imaginarios que influyen en los comportamientos tanto de las víctimas y familiares frente al delito sexual y a la administración de justicia, así como también de los operadores de justicia frente a los casos y tipo de delito sexual, dependiendo de la edad, etnia, clase social, situación económica y fundamentalmente del sexo de la víctima.

· Este estudio concluye que el delito sexual adquiere dimensiones políticas porque para su ejecución la violencia experimentada y construida es relacional y naturalizada  y porque persisten relaciones de poder inequitativas.

· Además, se menciona que en el delito sexual están presentes estereotipos redactados en la misma norma, mismos que reafirman el “deber ser” de las mujeres.

· También, se concluye que en los cuerpos jurídicos tanto de la defensa como de la acusación se continúan empleando valores morales como “inocente víctima”, “mujer honesta”, “buena madre”, etc. 

· Además, priman construcciones socioculturales del delito sexual, en donde  por ejemplo la mujer es catalogada como una mujer neurótica, fuera de sí, coqueta, seductora de menores, vengativa. 

· Igualmente, en los discursos de los funcionarios de la administración de justicia se equiparan las condiciones económicas de pobreza con promiscuidad. Se tiende a confundir hacinamiento con promiscuidad.

· Tatiana Cordero y Gloria Maira Vargas, “A mi también…Acoso y abuso sexual en colegios del Ecuador. Discursos opuestos y prácticas discriminatorias”, Taller de comunicación mujer, Quito, 2001.

En esta investigación, de una muestra de 600 encuestados, se señala que uno de cada cuatro estudiantes ha tenido alguna experiencia sexual.

· La información obtenida en estudio es en base de datos cuantitativos y cualitativos construidos a partir de la aplicación de una encuesta abierta.

· Desde lo cuantitativo, la presencia del acoso y abuso sexual en los colegios se comprueba en el número de casos conocidos por los/as docentes entrevistados/as y por los y las jóvenes. También lo confirma el análisis estadístico de las respuestas a la pregunta 7 de la encuesta  ¿conoce usted de estos casos?

· Además, este estudio devela que las representaciones sociales de maestros y maestras se caracterizan por naturalizar y normalizar el acoso y abuso sexual en los colegios a través de la culpabilización de las alumnas, la valoración negativa de la sexualidad, la invisibilización de los varones como posibles víctimas de acoso y abuso sexual.

· Finalmente el estudio entre sus conclusiones resalta que los mecanismos de justiciabilidad, respecto a al acoso y abuso sexual en el sistema educativo, se caracterizan por ser débiles, favorecer la impunidad, al no tratar estos casos como delitos.
· Gloria Camacho, “Secretos bien guardados. Jóvenes: percepciones sobre violencia a la mujer, maltrato y abuso sexual”, Primera edición 2003, CEPAM-Quito.

La autora en su estudio señala que la problemática del abuso sexual ha recibido poca atención no sólo en el ámbito de los estudios de género, sino también en la implementación de políticas de prevención y atención.

· Este estudio, analiza el punto de vista de mujeres y varones jóvenes en el país y se interroga sobre aspectos de la violencia contra la mujer por parte de su pareja y viceversa, como también sobre situaciones de abuso o violencia sexual, desde la perspectiva del ejercicio de los derechos y la ciudadanía.

· Los informantes de este estudio estuvo conformado por: jóvenes varones y mujeres, estudiantes de los tres últimos cursos de bachillerato de cinco ciudades (Quito, Guayaquil, Cuenca, Esmeraldas y Portoviejo)

· Este estudio respecto a los lugares donde ocurrió el abuso sexual y/o contactos sexuales no deseados entre pares devela que el lugar más mencionado, básicamente por las mujeres, es el colegio o los baños del colegio. Además, la autora señala que no se puede descartar a los colegios como lugares de abuso sexual de profesores o de otras personas adultas vinculadas al espacio escolar. “El dato es grave, en tanto las escuelas y los colegios son considerados “el segundo hogar”, un lugar protegido y sin riesgos para las chicas y los chicos”. 

· Respecto a la pregunta por contactos sexuales (besos, caricias, etc.) en las que ellos estuvieron involucrados en contra de su voluntad, el 10% de las mujeres y un 9% de los hombres afirmó haber tenido alguna de estas experiencias. Además, al 3.2 % de las mujeres y al 1,3 % de hombres les obligaron a tener relaciones sexuales en contra de su voluntad y el 30% de estos casos ocurrieron en el colegio, convirtiéndose éste en un lugar de riesgo.  El 44% reveló no haberle contado a nadie sobre su experiencia de abuso, mientras que sólo el 16% hizo saber su experiencia a sus padres, y la proporción de quienes acudieron a las autoridades escolares, fue insignificante. Y El 24% afirmó haber conocido casos de familiares o amigos que sufrieron violaciones y un alto porcentaje indicó que la persona que cometió esos actos eran amigos, conocidos, compañeros, enamorados, novios y en algunos casos, profesores.
· Respecto a las razones para no contar experiencias de abuso o de contactos sexuales no deseados, se evidencio como primer motivo (41%) el miedo, la falta de confianza y la vergüenza. Además, en los grupos focales se recalcó que el silencio responde al temor “por el que dirán”, “por no quedar mal”.

· Frente a las actuaciones frente al abuso y a contactos sexuales no deseados se señaló como primer respuestas (43,4%) que no se hizo nada frente al abuso sufrido o a los vividos en contra de su voluntad. Y sólo un 17,3% de los casos actuó para evitar la repetición de las conductas abusivas. En ningún caso se recurrió a la justicia, no se hicieron denuncias no se exigió castigo a los perpetradores del abuso.
CEPLAES, Observatorio del derecho de las mujeres a una vida sin violencia, es una instancia de la sociedad civil creada en el año 2003, como un mecanismo de vigilancia y exigencia del cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres y las niñas y de una efectiva administración de justicia en los casos de violencia de género. 

· Este observatorio, luego del análisis con enfoque de género y de derechos humanos de 50 procesos de delitos sexuales y de violencia intrafamiliar, a nivel del Ministerio Público y del sistema judicial, encontró situaciones que incidían en el reducido número de sentencias (1,5% en 2006) y en la persistencia de la impunidad: 

· Abandono de procesos porque las víctimas, reciben amenazas y tienen temor a las represalias de sus agresores. 

· Abandono del proceso por el maltrato que reciben en el sistema de administración de justicia por la revictimización, en tanto deben someterse a varios exámenes médicos, testimoniar en varias ocasiones y ante distintos funcionarios, etc. 

· Las víctimas sienten atacada su honra pues los abogados de los acusados las desacreditan. 

· Aunque los delitos penales son pesquisables de oficio, si las víctimas no aportan y colaboran activamente, los procesos se estancan, más aún si carecen de recursos económicos. 

· Los cambios de agentes de la Policía Judicial, impide que asistan a las diligencias y aporten en los procesos en los que actuaron. 

· Estos delitos suelen cometerse en el ámbito privado, en lugares apartados, y sin testigos, se cuenta solo con la palabra de la víctima, lo que incide para que el sistema se incline a favor de los acusados. 

· El acoso sexual, el atentado al pudor o la violencia psicológica conyugal son difíciles de probar porque no dejan huellas visibles. 

· La Ley 103 es poco aplicada por los Jueces. Se cree que solo compete a las comisarías

IV.
SERVICIOS ESPECIALIZADOS

25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención

En el Ecuador únicamente funcionan 4 Casas de acogida para mujeres y sus hijas (os) a nivel nacional. Estas casas se encuentran en Guayaquil, Quito, Cuenca, Lago Agrio y Coca.  
 Estos centros en su mayoría han sido organizados y funcionan como organizaciones no gubernamentales, reciben apoyo puntual del Estado y en su mayoría deben autogestionar recursos.
Como puede evidenciarse, el número es insuficiente para atender las demandas de las mujeres y de sus hijas e hijos, víctimas de violencia a nivel nacional, lo que repercute en la situación de indefensión real en la que se encuentran antes, durante y después de la presentación de las denuncias. Esta situación evidentemente desmotiva la denuncia y la prosecución del enjuiciamiento de los responsables, e incide en los niveles de impunidad en la que quedan los delitos de violencia contra las mujeres.
26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

El Estado no ha tenido capacidad para desarrollar servicios específicos y especializados para atender casos de violencia de género. Lo que el Estado ha hecho es basar su trabajo en los servicios que ofrecen las organizaciones de la sociedad civil que trabajan el tema.

27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?

Se ha hecho varios intentos de difusión de los servicios a nivel nacional. Por ejemplo, en conjunto con UNIFEM se elabora una hoja informativa en la que constaban las distintas instituciones y organizaciones a las cuales podían acudir en caso de ser víctimas de violencia o de delitos sexuales. 

Actualmente, como parte  del Plan Nacional de Erradicación de violencia de género hacia la niñez, adolescencia y mujeres, se ha elaborado un folleto que compila normativa y las direcciones de las organizaciones que trabajan el tema a nivel nacional. 

Estas iniciativas, si bien son importantes, no satisfacen los requisitos de una efectiva política pública de comunicación e información con cobertura a nivel nacional que de cuenta de los servicios de asesoría a los que pueden acudir las mujeres víctimas de violencia.
28.
¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año/.

No se conoce públicamente que el Estado haya realizado evaluaciones respecto a los servicios ya existentes.

V.
PRESUPUESTO 

29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

De acuerdo a un estudio realizado por el Grupo Faro, la Ley 103, “no cuenta con un sistema de financiamiento para la atención de víctimas de violencia. Los principales recursos destinados US 989 mil41 dólares, en el 2006, fueron para el equipo de funcionarios que trabaja en la DNG y en las Comisarías de la Mujer y la Familia”. Así se evidencia que la atención a esta problemática no era vista como una prioridad. 

Sin embargo, en el mismo estudio se señala que esta situación  se aspira cambiar con la firma de Decreto Ejecutivo 620, mediante el cual se decreta como política de Estado la erradicación de la violencia de género hacia niñez, adolescencia y mujeres, el que cuenta con un presupuesto de al menos USD 2 millones para el año 2007 y se espera un aumento considerable para el año 2008 según lo ofrecido por el Presidente.
 Además, se menciona que esta asignación presupuestaria de “2 millones de dólares parece muy poco en comparación con el costo real generado por la violencia en cualquier país…el usar  un conservador 20% de toda la población femenina del Ecuador afectada por la violencia, resulta a $1.45 por mujer; eliminando la categoría de edad más joven (que es erróneo porque sabemos que existen muchos abusos incluso de bebés) la cantidad se eleva a $2.20…En términos del producto interno bruto los 2 millones son solamente el 0.0010% del producto interno bruto ecuatoriano….la mayoría de los estudios en coste calculan entre 1 y 2% de los costes sociales y económicos…”

El Estado no cuenta con un espacio de información pública en el que se de cuenta de manera integral sobre el monto total de asignación presupuestaria para la atención e intervención sobre la violencia doméstica. Esta asignación se encuentra dispersa entre las actividades de los diferentes ministerios que son parte del Plan contra la Violencia a la Mujer, por lo que resulta difícil establecer el monto asignado en relación al presupuesto nacional. 
30.
En los últimos cuatro años, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:

De acuerdo a datos de la DINAGE, la evolución del presupuesto asignado para el funcionamiento de las Comisarías de la Mujer y la Familia  ha sido la siguiente:

	Rubros
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010


	Presupuesto institucional ejecutado
	9000
	12.798
	30.759,70
	134.072,54
	161.315,00


Fuente: Memorando 0311-AS-DINAGE-2010, 14 de junio 2010, dirigido por Directora de DINAGE a Subsecretaría de Desarrollo Organizacional de la Asamblea Nacional del Ecuador.

De acuerdo a esta misma fuente existiría un presupuesto adicional que se habría dado para adecuación, equipamiento y mobiliario de las comisarías, bajo el siguiente detalle:

	2008
	2009
	2010

	616430,84

11 CMF adecuadas
	75.000

7CMF adecuadas
	410.000,00

16 CMF adecuadas y equipadas hasta octubre


Además de acuerdo a la directora de la DINAGE a este presupuesto se debe agregar el de 2.000.000 USD conferidos para la campaña Reacciona Ecuador: el machismo es violencia.

Estos datos evidencian que en los últimos cuatro años existe un incremento sostenido e la asignación presupuestaria para el funcionamiento de las CMF, sin embargo, no hay detalle de cuánto de este presupuesto se financia con fuentes propias del Estado o de la cooperación internacional. Además los montos asignados siguen siendo limitados si se toma en cuenta que  la población femenina es la mitad de la población  nacional y el propio gobierno ha señalado que 8 de cada 10 mujeres ecuatorianas es o ha sido víctima de alguna forma de violencia
.  Las cifras determinan que  el énfasis de la inversión presupuestaria está en  el equipamiento y adecuación de comisarías, hecho que es importante, pero resulta limitado y devela la ausencia de un programa integral de prevención, garantía y reparación. 

Se debe indicar también que de acuerdo a la información de la Comisión de Transición hacia el Consejo de Igualdad de las Mujeres, el presupuesto de inversión dado para el fortalecimiento de las políticas de género para la prevención y protección del derecho a una vida libre de violencia llega a 253.131,00 USD, lo que representa el 10% del presupuesto total asignado, y un hecho que preocupa es que esta asignación está exclusivamente financiada por aportes de organismos internacionales,  en este caso concreto  la AECID.

En el Plan de erradicación de Violencia de Género hacia la niñez, adolescencia y mujeres, el presupuesto destinado para el programa del Ministerio Público, de protección a víctimas y testigos, para el 2006 fue de 50.000 dólares para el 2007 es de 65.000 dólares aproximadamente. En el Programa de Protección a Víctimas y Testigos, se cuenta con aproximadamente 60.000 dólares anuales.

VI.

INFORMACION Y ESTADISTICAS
31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

En los últimos cuatro años no se han realizado estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará. 

32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?
/
Se conoce que la Comisión de Transición hacia el Consejo Nacional de las Mujeres y la igualdad de género, viene realizando un estudio sobre feticidio, para lo cual ha coordinado con algunas organizaciones de la sociedad civil. Dicho estudio se encontraría en su primera fase. 
33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

No se han realizado encuestas periódicas sobre violencia contra las mujeres y conocimiento de sus derechos. De acuerdo a la Directora de la DINAGE este es un punto de interés del gobierno, para lo cual se estarían adelantando procesos con el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos a fin de incorporar variables específicas en el censo y las encuestas que realiza esta institución, además se estructuraría dentro de esa institución una comisión de género, sin embargo, hasta la fecha no se conoce el avance de estos procesos. 

La última encuesta que se ha realizado en el país sobre este tema es la Encuesta ENDEMAIN  2004, de acuerdo a la cual el número de denuncias presentadas por mujeres, por violencia doméstica, es creciente: 57.385 en el 2005; 64.775 en el 2006 y 65.494 en el 2007. Según esta encuesta, 31% de mujeres sufrieron violencia física, 41% sufrió violencia psicológica y 12% violencia sexual. Así mismo sufrieron sexo forzado o abuso sexual cometido por personas conocidas un 86.1% de mujeres. Según  datos del SIMUJERES (2008), entre el 2003 y el 2006 se recibieron 9,497 denuncias por delitos sexuales. Las Comisarías de la Mujer y la Familia son muy pocas y donde no existen, las otras autoridades competentes (Intendencia, Subintendencia, Comisarías Nacionales de Policía y Tenencias Políticas), no reportan estadísticas. 

De acuerdo a fuentes gubernamentales, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos habría realizado algunos estudios basados en encuestas sobre atención en derechos humanos, los cuales arrogarían los siguientes datos: 

· La violencia contra la mujer se refleja en que 8 de cada 10 mujeres en el Ecuador han sido víctimas de violencia ya se física, psicológica o sexual

· Todas las muertes violentas que fueron publicadas el año pasado en los periódicos, el 65% son producto de violencia machista.

Igualmente la Defensoría del Pueblo de Ecuador, en el marco de la  conmemoración del 8 de marzo de 2010, señaló que en los últimos tres años: aproximadamente 249.000 mujeres fueron víctimas de violencia machista; lo que significa que al año 83.000 mujeres han sufrido este mismo tipo de violencia (…) y que al día 230 mujeres han tenido que soportar algún tipo de violencia.

34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

No se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres.
Hay que mencionar que la Secretaria Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES) es la instancia que tiene a su cargo elaborar un sistema de información que incluya la violencia de género, lamentablemente esto ha quedado estancado.
En ese sentido, no se cuenta con estadísticas confiables y desagregadas. Aunque hay que señalar que la Dirección Nacional de Género del Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, en su página web incluye información estadística básicamente de violencia intrafamiliar. Igualmente, la Fiscalía cuenta con estadísticas de violencia, pero, las mismas no están desagregadas por sexo, edad, etnia, etc.
35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

No se cuenta con información estadística desagregada sobre violencia de género. Además, hay que mencionar que la información existente respecto específicamente a violencia intrafamiliar tampoco incluye entre sus indicadores aspectos como: estado civil, tipos de violencia,  ubicación geográfica, procesos sentenciados, entre otros. Cada uno de estos aspectos dificulta contar con información confiable.
Así, por ejemplo en el estudio realizado por CEPLAES sobre las Comisarías de la Mujer y la Familia, se señala “Hasta hoy, no se ha logrado tener información consolidada a nivel nacional sobre las personas que acuden a las comisarías de la mujer y la familia, de manera que permita determinar su perfil, compararlos por regiones, provincias, o analizar su evolución en el tiempo. Anteriormente se señaló que, tanto el organismo estatal encargado de las mujeres (CONAMU), como algunas organizaciones no gubernamentales, hicieron esfuerzos en esa dirección; pero no llegaron a consolidar una base de datos de las CMF. De ahí que la información estadística disponible, sea parcial y no siempre susceptible de ser comparada. 
 

a)
¿Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?
Según cifras del Ministerio de Gobierno, durante el 2007 se receptaron 66.450 denuncias por violencia intrafamiliar en las Comisarías de la Mujer y la Familia de las cuales el 10% por hombres (cuadro ex), confirmando que las mujeres son las principales víctimas de violencia.

Además, solamente el 15% de los casos de violencia intrafamiliar llegan a ser denunciados. Este bajo nivel de denuncia se debe a la baja calidad y eficacia de las Comisarías, falta de sensibilidad del personal y baja capacidad técnica. 

De los casos de violencia intrafamiliar denunciados, en el 2007, el 84.5% de los casos no llegaron a sentencia. 
En el 2007 en el ministerio Público se denunciaron 10.204 casos de delitos sexuales, en ese mismo año hubieron 320 casos sentenciados, que representan el 3.1 % de las denuncias. 

Cuadro No 1. Denuncias de violencia contra las mujeres

a nivel nacional
.
	Año
	Denuncias de mujeres
	Porcentaje



	2005
	50.605
	88.18%

	2006
	53.090
	87.30%

	2007
	53.510
	81.70%

	Total
	157.205
	85.57%


Fuente: Dirección Nacional de Género (2008). 
Elaboración: Rocío Nasimba. CLADEM - Ecuador
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Total años: 2004-2007

Fuente: Base de datos DINAGE
Denuncia de Delitos Sexuales
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Total denuncias de tres años: 26.818

Fuente: Informes Ministerio Público

b)
¿Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?

 El Estado no ha generado este tipo de información. 
c)
¿Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?

Relación denuncias y  sentencias

2005-2006-2007

	2005
	2006
	2007

	No. de denuncias

8682
	No. de denuncias

7930
	No. de denuncias

10.204

	No. de sentencias abs. Condenatorias

167
	No. de sentencias abs. Condenatorias

190
	No. de sentencias abs. Condenatorias

320

	Porcentaje

1,9%
	Porcentaje

2,4%
	Porcentaje

3,1%


Informes anuales. Ministerio Público 2005, 2006, 2007. Elaboración, M. Ernst
Datos sobre Violencia Intrafamiliar DINAGE
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Fuente: Base de datos DINAGE
Denuncias/Demandas receptados en las Comisarias de la Mujer y la Familia, por Meses.

Año 2008 -2009

	Mes
	Año 2008
	Año 2009

	
	Nro. de denuncias
	Nro. de denuncias

	
	Mujeres
	Hombres
	Mujeres
	Hombres

	Enero 
	5053
	764
	5126
	740

	Febrero
	4466
	673
	4540
	693

	Marzo
	4551
	703
	5882
	790

	Abril
	5139
	686
	5417
	734

	Mayo
	4622
	585
	5307
	723

	Junio
	4501
	609
	5650
	962

	Julio
	4949
	704
	5610
	757

	Agosto
	4546
	652
	5168
	718

	Septiembre
	5016
	626
	5437
	765

	Octubre
	4936
	674
	5395
	762

	Noviembre
	4599
	580
	5245
	707

	Diciembre
	4583
	584
	5060
	660

	Total
	56.961
	7840
	63.837
	9011

	Porcentaje
	88%
	12%
	88%
	12%


Fuente: Base de datos DINAGE
Elaboración: Rocío Nasimba. 
Denuncias/Demandas receptados en las Comisarias de la Mujer y la Familia, por Provincias.

Año 2008 -2009

	Provincias
	Año 2008
	Año 2009

	
	Nro. de denuncias
	Nro. de denuncias

	
	Mujeres
	Hombres
	Mujeres
	Hombres

	Azuay
	2405
	173
	2932
	269

	Bolívar
	680
	202
	703
	131

	Cañar
	567
	34
	573
	44

	Carchi
	711
	90
	692
	81

	Chimborazo
	2479
	376
	2803
	239

	El Oro
	1795
	266
	1787
	266

	Esmeraldas
	1358
	192
	1712
	228

	Guayas
	18146
	3116
	17815
	2894

	Santa Elena 
	s/d
	s/d
	1538
	202

	Imbabura
	1620
	125
	1984
	185

	Loja
	1380
	268
	2299
	270

	Los Ríos
	2440
	409
	2694
	499

	Manabí
	3076
	563
	3331
	623

	Orellana
	553
	47
	561
	44

	Pastaza
	483
	74
	504
	90

	Pichincha
	12523
	1261
	14324
	1830

	Santo Domingo
	2982
	379
	3384
	520

	Sucumbíos
	903
	93
	929
	100

	Tungurahua
	204
	32
	3161
	465

	Zamora Pichincha
	172
	10
	181
	31

	Total de denuncias
	56.961
	7.840
	63.837
	9.011


Fuente: Base de datos DINAGE

Elaboración: Rocío Nasimba. 

Es necesario mencionar que “los niveles de impunidad siguen siendo altos, pues del total de denuncias receptadas entre el año 2004 y el 2007, sólo se han resuelto o sentenciado el 11%. Entre las razones que explicarían este bajo porcentaje, se menciona que “hay mucho abandono de los casos y por desinformación de las mujeres que acuden, ya que no se les informa adecuadamente en las CMF” (Entrevista Jadira Pineda). Del total de denuncias presentadas, el 8% tienen sentencias condenatorias, el 7% con prisión y el 1% con multas (DINAGE, Base de datos). Las cifras muestran que hay una actuación más efectiva en los casos de violencia intrafamiliar por infracción flagrante, pues el porcentaje de sentencias dictadas es del 52.5%, mientras el número de audiencias de juzgamiento y conciliación realizadas llega al 75%. Al parecer, esto ocurre por “la presión de tomar una decisión debido a que hay una persona detenida, pero no necesariamente un principio de defensa de la víctima”. (CEPAM 2005: 24)”. 

En esta misma línea, “los pocos datos obtenidos desde la DINAGE41, nos muestran que en las 31 CMF que funcionan en el país, entre 2004 y 2007, se han receptado un total de 194.679 denuncias, de las cuales, el 88% han sido presentadas por mujeres y el 12 % corresponden a hombres42.

El incremento de las denuncias de la población masculina, en parte, obedece a que ellos  disponen de recursos e información y con la asesoría de sus abogados, recurren a este mecanismo legal para “adelantarse” a la posible denuncia de la mujer. Suelen solicitar boletas de auxilio para contrarrestar la protección otorgada a la mujer. De esa manera, cuando una mujer usa su boleta de auxilio y pide la intervención de la policía por que ha sido agredida; el hombre también presenta su boleta, lo que obstaculiza una efectiva actuación de la policía. Esta situación inhibe aún más el acceso a la justicia por parte de las mujeres.” 

d)
¿Número de mujeres víctimas de femicidio/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?
El Estado no ha generado este tipo de información. 
e)
¿Número de procesos de feminicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?
El Estado no ha generado este tipo de información. 

36.
¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones?
No existe un mecanismo de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres.  El Observatorio de CEPLAES ha buscado promover este proceso de articulación, pero hasta la fecha no se ha logrado.
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� Información  obtenida de la entrevista realizada a Carina Arguello, Directora de la Dirección Nacional de Género del Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, 15 de junio de 2010.


� Gloria Camacho y Nelly Jácome, Mapeo de las Comisarías de la Mujer y la Familia en el Ecuador, CEPLAES, Quito, 2008, pag.28


� Arts. 231 y 232 del Código Orgánico de la Función Judicial,  publicado en el Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo del 2009.


� Gloria Camacho y Nelly Jácome, Mapeo de las Comisarías de la Mujer y la Familia en Ecuador, CEPLAES, Quito, 2008, pag.47


� Gloria Camacho y Nelly Jácome, Mapeo de las Comisarías de la Mujer y la Familia en Ecuador, CEPLAES, Quito, 2008, pag.45
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� Plan de Erradicación de violencia de género hacia la niñez, adolescencia y mujeres, pag.11.
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DELITOS SEXUALES

		DATOS SOBRE DELITOS SEXUALES

				2005		%		2006		%		2007		%

		DENUNCIAS		8682		100.00		7930		100.00		10204		100.00

		SENTENCIAS CONDENATORIAS		105		1.21		148		1.87		279		2.73

		SENTENCIAS ABSOLUTORIAS		62		0.71		42		0.53		41		0.40

		TOTAL SENTENCIAS		167		1.92		190		2.40		320		3.14





VIF

		DATOS SOBRE CASOS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

				2005		%		2006		%		2007		%

		DENUNCIAS/DEMANDAS		57385		100.00		64775		100.00		66450		100.00

		SENTENCIAS CONDENATORIAS		5061		8.82		5199		8.03		5156		7.76

		SENTENCIAS ABSOLUTORIAS		320		0.56		595		0.92		686		1.03

		RESOLUCIONES		863		1.50		997		1.54		4387		6.60

		TOTAL CASOS JUZGADOS		6244		10.88		6791		10.48		10229		15.39
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Delitos y contrav

		Delitos y contravenciones cometidos por niños, niñas y adolescentes

		Año		DELITOS						CONTRAVENCIONES

				Hombres		Mujeres		Total		Hombres		Mujeres		Total

		2001		2,356		394		2,750		1,346		226		1,572

		2002		2,376		268		2,644		861		163		1,024

		2003		2,500		304		2,804		1,241		382		1,623

		2004		2,642		543		3,185		1,174		661		1,835

		2005		2,983		731		3,714		3,574		484		4,058

		2006		2,698		316		3,014		3,830		970		4,800

		2007		2,814		232		3,046		4,154		574		4,728

		Fuente: Dirección Nacional de Género (DINAGE)
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DELITOS Hombres

DELITOS Mujeres

CONTRAVENCIONES Hombres

CONTRAVENCIONES Mujeres

Delitos y contravenciones cometidos por niños, niñas y adolescentes



CUADRO DE DENUNCIAS VIF

		DENUNCIAS RECEPTADAS EN LAS COMISARÍAS DE LA MUJER Y LA FAMILIA

		Año		Nro. de denuncias

		2004		56,845												47891		8,954

		2005		57,385

		2006		64,775

		2007		65,699

		Fuente: Dirección Nacional de Género-Ministerio de Gobierno														5046		-5,046

		Elaboración:  CONAMU
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DENUNCIAS/DEMANDAS RECEPTADAS EN LAS COMISARÍAS DE LA MUJER Y LA FAMILIA



CUADRO DE DENUNCIAS VIF (2)

		DENUNCIAS RECEPTADAS EN LAS COMISARÍAS DE LA MUJER Y LA FAMILIA

		Año		Mujeres				Hombres

				Denuncias		%		Denuncias		%										% Mujeres		% Hombres

		2005		45,083		0.88		6351		0.12								2005		88%		12%

		2006		53,090		0.87		7770		0.13								2006		87%		13%

		2007		23,021		0.87		3315		0.13								2007		87%		13%

		Fuente: Dirección Nacional de Género-Ministerio de Gobierno

		Elaboración:  CONAMU

		De cada 10 denuncias registradas en las Comisarías de la Mujer y la Familia 9 son de mujeres y una es de los hombres, es decir, también los hombres pueden registrar algún tipo de violencia en las CMyF





CUADRO DE DENUNCIAS VIF (2)

		



% Mujeres

% Hombres

DENUNCIAS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR POR SEXO DE LA PERSONA DENUNCIANTE O DEMANDANTE



MEDIDAS AMPARO 2006

		MEDIDAS DE AMPARO OTORGADAS POR LAS COMISARÍAS

		DE LA MUJER Y LA FAMILIA, DURANTE EL 2006

		MEDIDAS AMPARO		Número

		1.  Conceder boletas de auxilio		47,545

		2.  Ordenar salida del agresor de la vivienda		5,826

		3.  Impedir al agresor acercarse a la agredida (lugar de estudio/trabajo)		32,616

		4.  Prohibir o restringir al agresor el acceso a la persona violentada.		26,433

		5.  Evitar que el agresor realise por sí mismo o por terceras personas actos de persecución a la víctima.		36,278

		6.  Reintegrar al domicilio a la persona agredida.		2,160

		7.  Otorgar custodia de la víctima (en el caso de niñ@s, adolescentes ) o incapaces a persona idónea.		7,712

		8.  Ordenar tratamiento de las partes (agresor-agredida-hijos)		12,499

		Fuente: Dirección Nacional de Género-Ministerio de Gobierno 2006

		Elaboración:  CONAMU

		El mayor número de Medidas de Amparo otorgadas por las Comisarías de la Mujer y la Familia se observa en Boletas de Auxilio, seguido por medidas para evitar la persecusión hacia las víctimas.
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MEDIDAS AMPARO 2006

		



MEDIDAS DE AMPARO OTORGADAS



MEDIDAS AMPARO 2007

		MEDIDAS DE AMPARO OTORGADAS POR LAS COMISARÍAS

		DE LA MUJER Y LA FAMILIA DE ENERO A JUNIO DEL 2007

		MEDIDAS AMPARO		Número

		1.  Conceder boletas de auxilio		20,451

		2.  Ordenar salida del agresor de la vivienda		3,384

		3.  Impedir al agresor acercarse a la agredida (lugar de estudio/trabajo)		14,519

		4.  Prohibir o restringir al agresor el acceso a la persona violentada.		12,075

		5.  Evitar que el agresor realise por sí mismo o por terceras personas actos de persecución a la víctima.		16,543

		6.  Reintegrar al domicilio a la persona agredida.		1,018

		7.  Otorgar custodia de la víctima (en el caso de niñ@s, adolescentes ) o incapaces a persona idónea.		3,955

		8.  Ordenar tratamiento de las partes (agresor-agredida-hijos)		5,141

		Fuente: Dirección Nacional de Género-Ministerio de Gobierno 2007

		Elaboración:  CONAMU

		El mayor número de Medidas de Amparo otorgadas por las Comisarías de la Mujer y la Familia se observa en Boletas de Auxilio, seguido por medidas para evitar la persecusión hacia las víctimas.
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PJ 2006

		DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS

		EN LA POLICIA JUDICIAL, DURANTE EL 2006

				Número		%

		Violaciones		1436		58.4%

		Tentativa de Violación		657		26.7%

		Estupro		48		2.0%

		Trata de Personas		65		2.6%

		Acoso Sexual		253		10.3%

		TOTAL		2459		100.0%

		Fuente: Dirección Nacional de la Policía Judicial - 2006, Sección Estadística

		Elaboración:  CONAMU





PJ 2006

		



DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS 
EN LA POLICIA JUDICIAL - 2006



PJ 2005

		DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS

		EN LA POLICIA JUDICIAL, DURANTE EL 2005

				Número		%

		Violaciones		1449		58.8%

		Tentativa de Violación		590		23.9%

		Estupro		50		2.0%

		Trata de Personas		34		1.4%

		Atentado al Pudor		342		13.9%

		TOTAL		2465		100.0%

		Fuente: Dirección Nacional de la Policía Judicial - 2005, Sección Estadística

		Elaboración:  CONAMU





PJ 2005

		



DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS 
EN LA POLICIA JUDICIAL - 2005



PJ 2004

		DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS

		EN LA POLICIA JUDICIAL, DURANTE EL 2004

				Número		%

		Violaciones		1246		58.9%

		Tentativa de Violación		550		26.0%

		Estupro		43		2.0%

		Atentado al Pudor		276		13.0%

		TOTAL		2115		100.0%

		Fuente: Dirección Nacional de la Policía Judicial - 2004, Sección Estadística

		Elaboración:  CONAMU





PJ 2004

		



DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS 
EN LA POLICIA JUDICIAL - 2004



PJ 2003

		DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS

		EN LA POLICIA JUDICIAL, DURANTE EL 2003

				Número		%

		Violaciones		1488		60.5%

		Tentativa de Violación		544		22.1%

		Estupro		71		2.9%

		Atentado al Pudor		355		14.4%

		TOTAL		2458		100.0%

		Fuente: Dirección Nacional de la Policía Judicial - 2003, Sección Estadística

		Elaboración:  CONAMU





PJ 2003

		



DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS 
EN LA POLICIA JUDICIAL - 2003



PJ consolidado

		DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS

		EN LA POLICIA JUDICIAL, DEL 2003 AL 2006

				2003		2004		2005		2006

		Violaciones		1488		1246		1449		1436

		Tentativa de Violación		544		550		590		657

		Estupro		71		43		50		48

		Trata de Personas						34		65

		Acoso Sexual/Atentado al Pudor		355		276		342		253

		TOTAL		2458		2115		2465		2459

		Fuente: Dirección Nacional de la Policía Judicial - 2006, Sección Estadística

		Elaboración:  CONAMU





PJ consolidado

		



Violaciones

Tentativa de Violación

Estupro

Trata de Personas

Acoso Sexual/Atentado al Pudor

DENUNCIAS POR DELITOS SEXUALES REGISTRADAS 
EN LA POLICIA JUDICIAL - 2003-2006



Explotación

		Denuncias por delito de explotación sexual contra niños, niñas y adolescentes

		AÑOS		PROSTITUCION						PORNOGRAFIA INFANTIL						TURISMO SEXUAL

				Hombres		Mujeres		Total		Hombres		Mujeres		Total		Hombres		Mujeres		Total

		2001		0		6		6		0		0		0		0		0		0

		2002		0		16		16		0		0		0		0		0		0

		2003		0		18		18		0		1		1		0		0		0

		2004		0		18		18		1		4		5		0		0		0

		2005		3		24		27		1		4		5		0		0		0

		2006		0		76		76		0		16		16		0		0		0

		2007		0		44		44		0		6		6		0		8		8

		Fuente: Dirección Nacional de Género (DINAGE)
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Denuncias por delito de explotación sexual contra niños, niñas y adolescentes
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